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1.- INTRODUCCIÓN:
La Ley 1/1997, de 24 de marzo, del Suelo (en adelante LSG) es la norma fundamental que rige en Galicia en materia de urbanismo. En desarrollo de la LSG se ha dictado el Real Decreto 28/1999 por el que se aprueba el Reglamento de Disciplina Urbanística de Galicia (en adelante RDUG). Este Decreto se aplica para las infracciones que se hayan cometido desde la entrada en vigor del mismo, ya que  antes se aplicaba el Reglamento de Disciplina para el desarrollo y aplicación de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por Real Decreto 2187/1978 de 23 de junio (en adelante RDU). 

Tal y como expresa su Exposición de Motivos y evidencia su disposición derogatoria, sustituye a la Ley 11/1985, de 22 de agosto, de adaptación de la del Suelo a Galicia. (LASGA). 

Según el profesor Antonio Carceller Fernández
: 

“la Ley 1/97 de 24 de marzo, del Suelo de Galicia, formula una reconsideración completa del bloque de la legalidad urbanística de Galicia, recoge sin reparos  la formulación de preceptos procedentes de la Ley del suelo de 1976 y de la de 1992, estimados adecuados para regular la problemática actual, ofrece soluciones nuevas para los problemas específicos y los aspectos diferenciales que existen en Galicia y excluye las disposiciones calificadas como de “aplicación propia” en la legislación de 1992”. 

Por lo que se refiere a su contenido, en particular  a los principios generales, tal y como la propia exposición de motivos reconoce, no existen grandes diferencias con la legislación del Estado “sin perjuicio de reforzar la necesidad de incorporar a la gestión pública la iniciativa de los particulares, tal y como señalan los artículos 3.3.b) y c) y 3.8 de la misma”.  

Por otra parte, no podemos pasar por alto el hecho de  que el urbanismo es un sector muy  delicado,  cada vez hay más intereses en juego y tiene m1ucha trascendencia en la comunidad; por ello es necesario contar  aquí con una organización sólida y estable. 

Desde mi punto de vista se puede decir que la LSG vigente ha fracasado en parte porque no contiene técnicas jurídicas suficientes para afrontar problemas tan graves como el de la especulación u otros. 

Por ello, los intentos por  modificarla no se hacen esperar. El Gobierno gallego aprobó así un nuevo Proyecto de Ley del Suelo, y a tal efecto se  suscribe el “Acuerdo marco para la reforma del urbanismo gallego”. 

El Proyecto es el resultado de diversas reuniones mantenidas por la Comisión Técnica de Urbanismo de esta Comunidad, creada en virtud del anterior acuerdo, suscrito el 27 de junio de 2001 por el Conselleiro de Política  Territorial, Obras Públicas y Vivienda, una nutrida representación de Alcaldes de algunos Ayuntamientos de Galicia y el Presidente de la Federación Gallega de Municipios y Provincias
. 

De los criterios establecidos por la Comisión Técnica de Urbanismo se puede deducir que la  nueva Ley, a pesar de que  todavía no se ha aprobado definitivamente, ya que está pendiente de trámite parlamentario, ha sabido conjugar los elementos  necesarios y precisos para poner fin a los principales problemas de las ciudades, dándoles una solución aparentemente coherente. 

Entre algunas de las novedades que recoge se encuentran las relativas a la mejora de la definición de suelo urbano, estableciendo una regulación más precisa (distinguiendo entre suelo urbano consolidado y no consolidado), mejora de la calidad técnica de algunos elementos de planeamiento (estándares urbanísticos), refuerzo de la disciplina urbanística ...

En materia de disciplina urbanística  regula: 

· El mecanismo tradicional de las licencias, a las que se somete toda actividad que suponga una transformación física del suelo. 

· El deber de conservación de los terrenos, urbanización y edificaciones, incluída la declaración de ruina. 

· La protección de la legalidad urbanística. 

· El régimen de las infracciones y sanciones.  

Según mi modesta opinión, esta materia es una de las  que más interés suscita, y ello debido sencillamente a la situación que se está produciendo en nuestro territorio en relación al creciente incumplimiento de la disciplina o con  las obligaciones de los propietarios de edificios, construcciones o terrenos sobre las condiciones  de salubridad y seguridad.

 Por otro lado, la expansión del urbanismo ha sido en los últimos años un fenómeno espectacular, que no se ha producido de forma razonable y ordenada, y que ha tenido lugar sobre bases tremendamente precarias. Este es uno de los motivos fundamentales por los que me he decantado a la hora de escoger el tema objeto de esta investigación, precisamente porque  este desarrollo de las ciudades ha suscitado un gran interés en mí.

Señala Tomás Ramón Fernández
 a este respecto que: 

“(...) de nada sirve un planeamiento técnicamente correcto y completo si las determinaciones del mismo no se cumplen, si se mantiene la grave situación de indisciplina existente”. Continúa exponiendo: “La gravedad de la situación se debe a cuatro factores: insuficiencia del aparato de control por la Administración Central y Local; facilidad con la que los infractores pueden eludir su responsabilidad y situar a la Administración ante los hechos consumados y ante terceros de buena fe, que serían los más afectados por el restablecimiento de la disciplina; impunidad de esos infractores en el caso de que estén amparados por una licencia, y;  desproporción  entre las responsabilidades y los medios de control de que disponen los órganos centrales”.

De esto se desprende, según el citado autor, que las infracciones urbanísticas se cometen cada vez con más frecuencia porque muchas veces quedan impunes, y eso supone un problema, de ahí la necesidad de establecer una regulación más detallada de la materia, por eso la nueva Ley debería ser más dura en este sentido y  prever situaciones jurídicas para que resulte muy gravoso infringir el ordenamiento urbanístico. 

La actual situación de indisciplina tiene mucho que vez con la crisis de los mecanismos jurídicos que la LSG establece; por eso se ha intentado modificar la Ley, porque las carencias en esta materia son notorias y se crea una gran  inseguridad jurídica  en este sentido.

Pero ¿cuál es la causa fundamental de esta situación?, a mi entender el origen lo encontramos en las propias sociedades, educadas en el llamado “egoísmo urbanístico”, movidas por intereses “absolutamente individualistas”, en el que “todo vale” o “se hace lo que se quiere con un terreno porque le pertenece a alguien”.

Asistimos así a un fenómeno de desarrollo incontrolado de las ciudades, encontrándonos un urbanismo salvaje, caracterizado por las siguientes notas: 

- Un urbanismo antiestético, con desprecio total y absoluto de todo canon de belleza arquitectónica y de racionalidad  (el ahora llamado fenómeno del “feísmo urbanístico”)  en el que casi nunca se respeta nada. Suele ser frecuente que ese “mal gusto” se aprecie con más fuerza en núcleos rurales (tradicionales y de reciente formación), en parte por carencias formativas en términos absolutamente estéticos, ya que los criterios de calidad urbanística no son tenidos en cuenta por casi nadie. Esas carencias estéticas  se observan en menor medida en las ciudades pero, por  contra y salvo excepciones, éstas son inhabitables e incómodas.

- Se destrozó todo aquello que estorbaba: paisajes únicos y singulares, espacios verdes y naturales, bienes de interés cultural y arqueológico.

- En algunas ciudades se construyó en la zona de protección del dominio marítimo-terrestre.

La consecuencia más inmediata de todo esto es que se ha  roto el equilibrio de las ciudades y la armonía del territorio. 

Es hora ya de pensar en un urbanismo de futuro, si queremos ser un país moderno, cultural, abierto y civilizado, pero la pregunta es: ¿cuenta la Administración Urbanística Autonómica  y Local con mecanismos fiables de protección de la legalidad urbanística?

Según Tomás Ramón Fernández
: “(...) la Administración urbanística se ha colocado al nivel de los propios especuladores y ha perdido la autoridad moral necesaria para imponerse a ellos”.

Personalmente no creo que sea un problema de autoridad, mecanismos existen, pero no interesa ponerlos en marcha y en muchas ocasiones los Ayuntamientos son condescendientes y permisivos con los infractores. Por este motivo la Administración debe  ser más dura con los infractores, para solucionar este  problema.

Según mi parecer la nueva Ley debe contener los siguientes objetivos:

· Mejorar notablemente la calidad de vida de los ciudadanos.

· Proteger el medio ambiente, los espacios naturales de interés paisajístico y el patrimonio cultural.

· Abaratar el precio de las viviendas y mejorar la calidad de las mismas.

· Mejorar las infraestructuras y comunicaciones.

· Desde el punto de vista del régimen disciplinario es necesario poner fin a las infracciones urbanísticas y evitar la especulación.  

El presente trabajo consta de dos partes claramente diferenciadas: 

· De un lado, se analizará todo lo relativo a la vulneración del orden urbanístico. 

· De otro, se estudiarán las medidas restauradoras y reparadoras del orden infringido. 

2.- MEDIDAS  PREVIAS A LA VULNERACIÓN DE LA NORMA URBANÍSTICA: 

El legislador no sólo ha previsto instrumentos de reacción contra la infracción urbanística cuando ésta se ha cometido, sino que también se establecen “medidas preventivas” frente a las infracciones antes de que lleguen a producirse. Son técnicas de carácter muy general a través de las cuales se pretende  que las actividades se ajusten al ordenamiento urbanístico, sin necesidad de que se tenga que restablecer a través de otros mecanismos una vez que se haya cometido la infracción, por lo tanto, con estos medios se pretende fundamentalmente evitar que se consolide el supuesto de hecho que da lugar a la  infracción, por ello, tienen naturaleza preventiva. 

Según Castelao Rodríguez y Santos Díez
: 

“debe dejarse constancia de dos tipos de actividad administrativa que tienen la misma finalidad de protección de la legalidad urbanística: son los supuestos que se podrían definir de control preventivo, entre los que se encuentran:

- El deber de información urbanística; gracias al cual puede evitarse la infracción, por el conocimiento de la legalidad urbanística vigente por el solicitante de dicha información.

- La técnica del visado colegial; que puede ser una ayuda a la administración municipal competente en materia de intervención de los actos de edificación y uso del suelo, de la edificación o subsuelo”. 

Siguiendo a estos dos autores se recogen, además de los dos medios que establecen, uno más, el de la licencia urbanística.  Por tanto, el esquema quedaría configurado de esta manera: 

El derecho a la  información urbanística.

La licencia urbanística. 

La técnica del visado colegial.

A continuación procedemos a desarrollar cada una de ellas:  

· El derecho a la información urbanística.

Idea General

Es uno de los medios de carácter preventivo para evitar la comisión de la infracción. 

Son numerosos los textos legales que contemplan esta  regulación.

Así, por ejemplo, en la Ley 6/1998 de 13 de abril, sobre Régimen del Suelo y Valoraciones ( en adelante LRSV)  se contempla en el art. 6.2; y asimismo lo recoge el Reglamento de Planeamiento para el desarrollo y aplicación de la Ley sobre régimen del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por Real Decreto 2159/1978, de 23 de junio (en adelante RP) en los arts. 164 al 168.

 También el  art. 43.1 del Texto Refundido de la Ley sobre régimen del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio (en adelante TRLS de 1992) se refiere a la consulta urbanística, señalando que: 

1. Todo administrado tendrá derecho a que el Ayuntamiento le informe por escrito, del régimen urbanístico aplicable a una finca, unidad de ejecución o sector.

2. Dicha información deberá facilitarse en el plazo de un mes y expresará, en su caso, el aprovechamiento tipo aplicable al área de reparto en que se encuentre y el grado de adquisición de facultades urbanísticas al tiempo de facilitarse la información. 

3. Los Ayuntamientos remitirán al Registro de la Propiedad que corresponda copia de las certificaciones acreditativas del cumplimiento de deberes urbanísticos a que se refiere el artículo 28, a fin de que se tome nota marginal en las inscripciones de las fincas respectivas. 

En relación con lo expuesto conviene recordar que continúa en vigor el art. 133 del TRLS  de  1992, que señala que: 

“los Planes, Normas Complementarias y Subsidiarias, Programas de Actuación Urbanística, Estudios de Detalle y Proyectos, con sus normas, ordenanzas y catálogos serán públicos, y cualquier persona podrá, en todo momento, consultarlos e informarse de los mismos en el Ayuntamiento del término  a que se refieran”. 

Se trata, según López Pellicer, J.A
 de: 

“un derecho subjetivo otorgado por el ordenamiento urbanístico, a cualquier ciudadano o administrado, para conocer el contenido del planeamiento ante la insuficiencia de la información puramente formal y a fin de facilitar, en definitiva, el cumplimiento, ejecución y homologación de las determinaciones del mismo”.  

Es una práctica hoy habitual que los ciudadanos se dirijan a la Administración para  que se les facilite información acerca de un supuesto de hecho concreto que pueda interesarles. 

 
Es lógico que el ciudadano cuente con medios suficientes de información para conocer con mayor detalle cual es el estado urbanístico de una finca, su trascendencia en el tráfico inmobiliario, la viabilidad de un proyecto urbanístico que desea emprender... 

A este derecho del administrado se contrapone el deber legal que tiene la Administración de informar con absoluta veracidad y “transparencia administrativa”.

En la legislación gallega esto se encuentra regulado en el art. 55.1, que en la misma línea que los anteriores preceptos establece que “ los instrumentos de ordenación urbana, con todos sus documentos, serán públicos y cualquier persona podrá, en todo momento, consultarlos y solicitar información sobre los mismos en el Ayuntamiento correspondiente”.

Naturaleza

El tema de la naturaleza de la consulta es polémico y genera opiniones encontradas. 

Ha habido múltiples teorías acerca de este tema. Los tratadistas españoles más conocidos, Garrido Falla o García de Enterría, entienden que es un “acto puramente administrativo, pues consiste en una declaración producida por la Administración Municipal en la que ésta expresa un  juicio sobre diversas circunstancias urbanísticas”
. 

La pregunta que nos debemos hacer es si este acto es recurrible en vía contencioso- administrativa, esto es, si los ciudadanos pueden interponer algún recurso frente a la declaración emitida por la Administración. Este aspecto se abordará en apartados posteriores  (responsabilidad de la Administración actuante). 

Modalidades que ofrece la publicidad e información urbanística 
Esta publicidad se efectúa a través de dos medios: 

· Uno de carácter material,  mediante consulta o examen directo de documentos por parte del administrado. 

· Otro de carácter formal, consistente en una consulta urbanística dirigida a la Administración.  

-Publicidad Material: 

Se trata de una información que cualquier interesado puede obtener personalmente mediante comparecencia en las oficinas municipales. 

Ha de cumplir los siguientes requisitos
: 

· Debe ser una publicidad íntegra, completa, ya que se refiere a la totalidad de los documentos “que constituyen los Planes, Normas Complementarias y Subsidiarias, Programas de Actuación Urbanística, Estudios de Detalle y Proyectos de Urbanización con sus Normas, Ordenanzas y Catálogos”.

· La información debe ser auténtica, veraz. Se debe garantizar en todo momento la autenticidad de los planos y documentos que se exhiban. 

· Ha de ser una publicidad localizada. Se exige a la Administración que concrete los locales y el horario en que el público pueda solicitar la información.

-Publicidad formal:

Se trata de información urbanística por escrito, en contestación a una solicitud igualmente formulada por escrito al efecto. 

La solicitud se tiene que presentar en el Registro General del Ayuntamiento. La contestación que dé éste debe hacer referencia a todos los datos suministrados por el administrado.

Uno de  los aspectos a los que hay que hacer referencia en este apartado es el relativo al plazo que tiene la Administración para contestar a la consulta que se le ha efectuado. Pues bien, la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (en adelante LRJPAC) y que ha sido modificada por la Ley 4/1999 de 11 de abril, señala en uno de sus preceptos que la Administración debe contestar en el plazo de TRES MESES. Sin embargo, este aspecto no está claro aún, en cuanto que en el Fundamento Jurídico 4º de la STS de 3 de diciembre de 1999 se establece que: 

“el contenido de los instrumentos de planeamiento es público. Esta publicidad comporta el derecho de cualquier persona a consultarlos e informarse de su contenido, así como el derecho a obtener del Ayuntamiento correspondiente, en el plazo de UN MES a contar desde la solicitud, informe por escrito sobre el régimen aplicable a una finca o sector”.

Como esta cuestión no está del todo clara, se aplica  lo recogido a este respecto en la  LRJPAC, por lo tanto, el plazo para contestar es de tres meses.

 Sujetos

Cualquier persona, sin necesidad de invocar un interés, puede utilizar los medios para hacer efectiva la publicidad formal absoluta de planes y normas. Esto es, el derecho se otorga a “cualquier administrado”, sin exclusión alguna. 

En realidad, la LRSV presupone en el consultante un interés en obtener la información, dispensándole de toda invocación legitimadora.

Órganos titulares de la función de consulta

En principio son los Ayuntamientos, pero cabe extenderlo a otras Administraciones, así lo ha afirmado la Jurisprudencia del Tribunal Supremo (en adelante TS), al enjuiciar los efectos de la consulta urbanística evacuada por un órgano administrativo distinto del Ayuntamiento. 

 Señala Ángel Arozamena Laso
 a este respecto: 

“el TS, al enjuiciar los efectos de la consulta urbanística evacuada por un Órgano administrativo distinto del Ayuntamiento ( el supuesto de hecho se refiere a la consulta efectuada por el Ayuntamiento de Alcobendas,-Madrid- a la Comisión de Planeamiento y Coordinación del Área Metropolitana de Madrid,- COPLACO-) ha señalado que  el receptor de las consultas o sujeto que las haya solicitado o  formulado ha de atenerse al sentido de la contestación, ya sea el destinatario de la  misma  un  simple  particular  o un órgano de carácter tan administrativo  como aquel de quienes aquellas se solicitan, porque también este último (el Ayuntamiento) puede verse precisado de información o de aclaración de dudas”. 

Contenido y efectos de la información

La consulta puede recaer sobre el régimen urbanístico aplicable a una finca, sector o polígono. Se concreta también al tipo y categoría de suelo y a los usos o intensidades que tengan atribuidos. Implica para el Ayuntamiento la obligación de informar sobre los actos administrativos o acuerdos municipales que afecten al régimen urbanístico vigente sobre una finca determinada. Es numerosa la jurisprudencia de la Sala de lo Contencioso- Administrativo del TS  que declara que la información urbanística responde a un trámite meramente  informativo, sin contenido decisorio, no vinculante para la Administración. 

Se recoge entre los importantes efectos  jurídico-administrativos que producen las respuestas a las consultas efectuadas por los administrados la posibilidad de reclamar indemnización de la Administración si, confiando en la contestación dada por esta,  se ha desarrollado una actuación frustrada, sufriendo el particular un perjuicio irreparable.

Consulta urbanística y responsabilidad patrimonial de la Administración

La falta  de eficacia vinculante para la Administración que tiene el acto de información urbanística no impide, sin embargo, que tenga otro tipo de efectos jurídicos. En este sentido, rige el principio de  responsabilidad patrimonial de las Administraciones, por el funcionamiento anormal de los servicios públicos (art.106.2 de la Constitución Española -en adelante CE-, art. 54 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases del Régimen Local, -en adelante LRBRL- y arts. 139 y siguientes de la LRJPAC). También la Jurisprudencia se ha pronunciado en ocasiones al respecto, por ejemplo, la STS de 5 de noviembre de 1984 señala la “posibilidad para el solicitante, a quien se hubiera informado con error, de obtener indemnización de daños y perjuicios por los ocasionados en el funcionamiento anormal de los servicios públicos”.

En esta misma línea se expresa el art. 54 de la LRBRL, que señala que: 

“las Entidades locales responderán directamente de los daños y perjuicios causados a los particulares en sus bienes y derechos como consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación de sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la legislación general sobre responsabilidad administrativa”.

La  Sentencia de la Audiencia Territorial de Barcelona de 12 de enero de 1972 abordó la cuestión de la posible responsabilidad en que puede incurrir la Administración informante y se pronuncia de esta manera: 

“la errónea información, en cuanto entraña un deficiente funcionamiento del servicio municipal, podrá generar un derecho de indemnización frente a la Administración  informante, por cuanto si bien  la contestación tiene carácter informativo, sin entidad para vincular a la Administración, no significa que el administrado que ha confiado en aquella y acorde con lo informado ha realizado un gasto, tenga que soportar el daño efectivo, evaluable, pues se conecta el mismo al funcionamiento de los servicios municipales”.

La  STS  de 3 de diciembre de 1999, siendo Ponente el Excmo. Sr. D. Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, señala, en su Fundamento Jurídico 4º, que:

“los actos de consulta son resueltos sin intervención del órgano competente en materia de concesión de licencias y sin tener a la vista un proyecto de lo que el particular pretende realizar en su caso, por lo que la Administración no resuelve propiamente, al emitirlos, sobre el derecho de propiedad del consultante. Los actos impugnados no vinculan ni a la Administración ni al administrado, quien puede, desde luego, presentar un proyecto contrario al contenido de la información. Por eso, y en dicha medida, la Jurisprudencia tradicional de esta Sala se ha inclinado por considerarlos no impugnables en vía contencioso-administrativa, sin perjuicio de la procedencia de indemnizar respecto de las lesiones patrimoniales producidas por informaciones erróneas”.

Por tanto, concluimos señalando que la declaración emitida por la Administración NO es impugnable en vía contencioso- administrativa, aunque sí pueda dar lugar a indemnización.

· La licencia urbanística 

-    Naturaleza

La licencia constituye un elemento básico  para la realización de las previsiones del planeamiento en todos aquellos actos que impliquen una transformación material del suelo. 

En ocasiones existen otros actos administrativos habilitantes (en función del tipo de actuación de que se trate o de habilitaciones especiales que se otorgan a otras Administraciones Públicas, como la estatal o la autonómica). 

En principio, están sujetos a licencia los actos de edificación y uso del suelo. En sentido contrario, declara la STC 61/97 que “las obras que por su naturaleza, alcance y extensión sobrepasan la materia del urbanismo local no están sujetas a licencia”.

Así pues, el verdadero sentido de la licencia es el de verificar si concurren las condiciones previstas en el ordenamiento urbanístico para remover, en su caso, los obstáculos legales puestos al ejercicio de un derecho preexistente. 

-   Caracteres

Existen tantas definiciones de la licencia urbanística como autores sobre esta materia, entre ellas destacamos las siguientes:

  Castelao Rodríguez entiende que  “ tradicionalmente se ha venido considerando a las licencias urbanísticas como ejemplo típico de los actos de autorización administrativa, es decir, como ejemplo de actos administrativos de comprobación previa de  que la actividad pretendida es posible autorizarla porque el solicitante ha cumplido los deberes  urbanísticos legalmente exigibles para poder ejercer tal actividad con antelación a dicha comprobación”
.
García de Enterría  y Parejo Alfonso han señalado a este respecto lo siguiente: 

“la licencia urbanística constituye uno de los supuestos más genuinos de aplicación de la técnica autorizatoria, entendida como remoción o alzamiento de una prohibición legal de ejercicio de un derecho subjetivo perfecto, impuesta por la necesidad de contrastar previamente que dicho ejercicio se atiene a los límites que configuran el propio derecho según la ordenación urbanística”.

Delgado Barrio la define como “acto administrativo, de naturaleza reglada, mediante el cual la Administración actúa un control preventivo sobre la actividad de los administrados para asegurar que el aprovechamiento de los terrenos  que se pretende llevar a cabo se ajusta a la ordenación urbanística”.

Francisco Lliset, por su parte, entiende que la licencia es un “acto administrativo de intervención, de efectos declarativos que, concretando el contenido que el ordenamiento jurídico urbanístico asigna a un predio determinado, autoriza simultáneamente la posibilidad de materializarlo”.

Según  González Mariñas
 la  licencia es “un acto que presupone un derecho subjetivo en el solicitante, de carácter reglado, de control específico de la legalidad, meramente declarativo, y que se obtiene en su caso, salvo el derecho de propiedad y sin perjuicio de un tercero”.

-    Presuposición de un derecho subjetivo:
La licencia es un acto administrativo que se limita a verificar si concurren las condiciones previstas en el ordenamiento urbanístico, a fin de que pueden ejercitarse las facultades del 

derecho de propiedad. Es decir, existe un derecho subjetivo cuyo ejercicio está condicionado al otorgamiento de la  licencia. 

“(...) del derecho de propiedad van sucesivamente derivándose facultades que, finalmente, lo delimitan. Estas facultades se iban pudiendo ejercer, según la dicción literal del art. 33 de la LS92, a medida que se cumplen los deberes urbanísticos. Este cumplimiento legitima a los propietarios para ejercer estas facultades y a la Administración para autorizar tal ejercicio”
. 

-    Actos reglados:

El RDUG hace referencia a este carácter reglado de las licencias en algunos preceptos, por ejemplo, el art. 11.3, que señala que “sin perjuicio del carácter reglado de las licencias urbanísticas, las entidades locales podrán denegar, en ejercicio de su potestad de defensa y recuperación de los bienes públicos, el otorgamiento de tales licencias si los terrenos o bienes afectados por la obra, instalación o actuación pertenecen al dominio público de forma indudable”.  

Asimismo, según establece el párrafo 2º del art. 168 de la LSG  “las licencias se otorgarán de acuerdo con las previsiones de la legislación y planeamiento urbanístico”.

Se desprende también del segundo inciso de este artículo que “no se entenderán adquiridas por acto presunto licencias en contra de la legislación o planeamiento  urbanístico”. La misma idea viene a expresar el art. 242. 6 del TRLS de 1992. 

Este carácter reglado que tienen las licencias implica que los Ayuntamientos han de ajustarse a las disposiciones contenidas en la normativa urbanística en el doble sentido de tener que denegar las licencias de obras que sean contrarias a las mismas y tener que conceder las que se acomoden a éstas. El otorgamiento o denegación de licencias tiene que ser motivado, justificado.

· De control de la legalidad:

El único objetivo de la licencia es el control específico de la legalidad del acto previsto, así se desprende del art. 9 del RDUG, que señala que “la licencia urbanística tiene por finalidad comprobar que los actos de edificación y uso del suelo proyectados se ajustan al ordenamiento urbanístico vigente (...)”.

Este control, que corresponde al órgano competente para otorgar la licencia, se efectúa al margen de la posición jurídica del solicitante y de sus circunstancias personales. 

El RDUG pudo haber previsto como técnica  adicional de control la existencia del “visado colegial”, pero no lo hace, dada su innecesariedad. 

De esta técnica se hablará más adelante.

· Meramente declarativo:

Tradicionalmente se ha considerado que “las licencias son actos administrativos de comprobación previa de que la actividad urbanística pretendida es posible autorizarla porque el solicitante ha cumplido los deberes urbanísticos legalmente exigibles para poder ejercer tal actividad con antelación a dicha comprobación”. 

Este precepto legal ha sido declarado inconstitucional, porque la licencia no confiere derechos, sino que se limita a otorgar una autorización para realizar un acto permitido. 

En torno a esta materia se ha creado una enorme discusión doctrinal, entre los partidarios del carácter declarativo y constitutivo de la licencia, ya que este es un tema muy complejo. 

Para los partidarios del carácter constitutivo de la licencia, ésta otorgaba el derecho a edificar, se creaba un derecho. Por contra, los partidarios del carácter declarativo entendemos que la licencia es un acto de mera comprobación, de que el derecho preexistente es ejercitable
. 

Entre los partidarios de la primera doctrina encontramos a García Bellido y a Parejo Alfonso, que claramente se manifestaron a favor de la no preexistencia del derecho. Por el contrario, entre los defensores de la segunda postura destaca Castelao Rodríguez, que entiende que “la licencia se limita a comprobar que es posible su otorgamiento, porque es legalmente  ejercitable un derecho preexistente  y que la licencia, simplemente, comprueba que se puede ejercer en las condiciones legalmente exigibles”
.

En la misma línea que el anterior autor se encuentra Delgado Barrio, que señala que “adquirido el derecho al aprovechamiento urbanístico, la solicitud (...) implica que “debe” necesariamente ser otorgada aquella”. 

Ángel Ballesteros Fernández
 ha dejado igualmente clara su postura a favor del carácter declarativo de la licencia, basando su argumentación en lo siguiente:

· Primero: 

“El art. 33 LS92 prescribe que sólo el otorgamiento de la licencia determina la adquisición del derecho a edificar, por lo que el derecho a la edificación se adquiere por la conclusión de las obras al amparo de la licencia (art.37.1). La licencia urbanística tiene, conforme a estos preceptos, carácter constitutivo y no meramente declarativo, aproximándose a la concesión aditiva (la que sólo puede otorgarse al propietario) propia del Derecho italiano. Si se admite esta naturaleza constitutiva de la licencia habrá de concluirse que la misma sólo se obtiene por acto expreso por cuanto la LS92 se  cuida de señalar que “en ningún casi se entenderán adquiridas por silencio administrativo facultades urbanísticas en contra de lo dispuesto en esta Ley” (art.23.2 de la LS92).

Pero esta conclusión choca con la propia sistemática de la LS92 . En primer lugar, el art.21.1.c) integra en el contenido urbanístico de la propiedad inmobiliaria el derecho “ a edificar, consistente en la facultad de materializar el aprovechamiento urbanístico correspondiente”; derecho o facultad que se alcanza con el cumplimiento del deber de solicitar licencia en el plazo establecido (art.20.2 LS92). Pero el art, 42.3  se cuida de precisar que: 

“En tanto no se notifique a los propietarios afectados la iniciación del expediente declarativo del incumplimiento de  deberes urbanísticos, podrán aquéllos iniciar o  proseguir el proceso de urbanización y edificación y adquirir las facultades urbanísticas correspondientes...”

De modo que sería absurdo que se pudiera adquirir el derecho al aprovechamiento urbanístico cumpliendo fuera de plazo los deberes de cesión, equidistribución y urbanización y, en cambio, dependiera de un acto administrativo la adquisición de la facultad de edificar una vez cumplidos dichos deberes.”
-    Segundo:  

“ Como igualmente absurdo sería hacer de mejor condición al infractor que al cumplidor de la Ley. En efecto, si se realiza la construcción sin licencia el Ayuntamiento no puede declarar incumplido el deber de solicitar licencia en plazo acordando la expropiación o venta forzosa; por el contrario, está obligado a conceder a posteriori la licencia incluso aunque se hubiera cumplido el deber de urbanizar y aunque se hubiese materializado mayor aprovechamiento que el susceptible de apropiación (como) dice al respecto el art. 249.1, a) LS92.”

-    Tercero: 

“ Pero es más, si transcurren cuatro años desde la finalización de las obras ilegales, la Administración carece de  potestad reaccional, por lo que el edificio concluido sin licencia se integra en el patrimonio del infractor”.

La STC 61/97 pone fin a esta polémica y confirma el carácter declarativo de la licencia, en su Fundamento Jurídico 34, del cual se pueden extraer las siguientes conclusiones:

La licencia urbanística es declarativa del derecho a edificar, la actividad de edificación y uso del suelo implica que se debe materializar sobre un determinado terreno un derecho que  se posee, de tal manera que la licencia se limita a comprobar que ese determinado derecho  se ajusta al susceptible de apropiación, además, la licencia debe comprobar  que ese derecho no contraviene ni al Plan ni a la legislación urbanística aplicable, de ahí el carácter reglado (motivado) de la misma, denegando las licencias que no se ajusten al Plan y concediendo las que efectivamente cumplan los requisitos para su otorgamiento. Esto es, el derecho es preexistente y la licencia se limita a comprobar el ajuste del mismo  al aprovechamiento urbanístico patrimonializado por el titular y a la legislación urbanística.   

· Otorgada sin perjuicio de tercero y a salvo del derecho de propiedad:

Se otorga siempre “sin perjuicio de tercero y a salvo el derecho a la propiedad”. 

Los terceros posibles ni siquiera han de ser tenidos en cuenta necesariamente en los expedientes de otorgamiento de licencia.

De hecho, la STS de 18 de febrero de 1999 (Sala 3ª, Sección 5ª, Ponente Sr. Yagüe Gil) precisa que “no corresponde a la Administración controlar, a través de la licencia, la titularidad dominical del terreno sobre el que se pretende construir, y a esta situación responde la cláusula “salvo el derecho de propiedad y sin perjuicio de tercero”.

· Sin vínculo estable entre la Administración y el autorizado:

No se genera ningún vínculo entre la Administración y el autorizado. 

Es una autorización no susceptible de modificación por un acto singular, ejecutiva desde que es publicada su aprobación definitiva y con una vigencia indefinida. 

Régimen urbanístico aplicable

Se presenta aquí la duda de saber si el régimen urbanístico aplicable a las licencias es el vigente cuando se formula la solicitud o, si por el contrario, en el momento de otorgarse la licencia. El art.16.4 del RDUG resuelve esta cuestión señalando que “ las licencias se otorgarán al amparo de la normativa vigente en el momento de su concesión por acto expreso o por silencio administrativo”.  

La doctrina más generalizada es la que se decanta por la primera de las opciones. 

En cuanto a la competencia para otorgar las licencias, ésta corresponde al Alcalde, según  se desprende de la legislación de Régimen Local. 

Una diferenciación que se puede hacer con respecto a las licencias es según se trate de obras mayores o menores.

A las obras menores se refiere el artículo 14.2 del RDUG, que señala que: 

“se exceptúa de la necesidad de presentación del proyecto técnico la ejecución de obras o instalaciones menores. A estos efectos, se  considerarán como menores aquellas obras e instalaciones de sencilla técnica y escasa entidad constructiva y económica que no supongan alteración de volumen, de uso, de las instalaciones y servicios de uso común.....” 

El TSJ de Castilla La Mancha, en Sentencia de 10 de febrero de 1999, considera que el criterio para distinguir entre estos dos tipos de obras es múltiple: 

· Puede hacer referencia a la estructura, coste, materiales que se utilizaron y volúmenes que las obras alcanzaron. 

· Puede tener una virtualidad funcional, plazos más o menos largos en función de la obra, dependiendo de la mayor o menor complejidad ... 

Según  la STS de 21-02-84 (Ar. 1083), se puede decir que son obras menores “aquellas que se caracterizan por ser de sencilla técnica y escasa entidad constructiva y económica, consistiendo normalmente en pequeñas obras de simple reparación, decoración, ornato o cerramiento que no precisan de proyecto firmado por profesionales titulados ni de presupuestos elevados”. 

Son obras que no afectan a elementos estructurales del edificio, por ejemplo, un cambio de ventanas, de puertas, de azulejos, reposición de la cubierta, retoques en paredes, modificación de un tabicado interior, etc.

Por el contrario, son obras mayores las que afectan a la estructura del edificio, movimientos de tierras, modificaciones del aspecto exterior del edificio....

Actos sujetos a licencia

El art. 168.1 de la LSG somete a un gran número de actos de edificación y uso del suelo a licencia municipal, pero hay que advertir que esta enumeración no es una lista “cerrada”, sino simplemente ejemplificativa. De hecho, en el párrafo 27 del art.10 del RDUG se hace referencia a que en general también estarán sujetos a la preceptiva licencia “el resto de actos que señalen los planes, las normas o las ordenanzas”. 

Entre los actos que señala el art. 168 de la LSG destacamos, entre otros:

· Las parcelaciones urbanísticas.

· Movimientos de tierra. 

· Obras de nueva planta. 

· La primera utilización de los edificios. 

· Etc.

En conclusión, están sujetos a licencia todos los actos de edificación y uso del suelo. 

En el art. 11.1 del RDUG se hace especial mención a los actos promovidos por particulares en terrenos de “dominio público”, por lo que se muestra una especial preocupación por la protección del dominio público. 

Establece el art. 168.2 de la LSG que “las licencias se otorgarán de acuerdo con las previsiones de la legislación y planeamiento urbanístico”. 

“En ningún caso se entenderán adquiridas por acto presunto licencias en contra de la legislación o planeamiento urbanístico”. 

Señala la STS de 31 de enero de 1994: 

“(...) con carácter general, el deber de solicitar y obtener licencia municipal, se refiere sin excepción a todos los actos que signifiquen una transformación material de los terrenos o del suelo, tal y como se recoge en la Exposición de motivos del TRLS de 1992. 

Dicho texto establece los actos que están sujetos a licencia previa, si bien no con carácter cerrado y taxativo, por el contrario ha de predicarse de aquella relación su carácter eminentemente enunciativo, por lo que a las actividades citadas es factible añadir cualesquiera otras que impliquen un uso urbanístico del suelo. Así, el artículo 1º del RDU amplía la lista del artículo citado, con igual carácter. De  lo dicho se desprende el carácter amplio con que nuestro ordenamiento urbanístico contempla la obligación de solicitar licencia, si bien ello no lleva ineludiblemente a considerar que ha de inducirse de todo tipo de actividades”.

Por su contenido, los actos enumerados en el art. 10 RDUG son de naturaleza bien distinta. Sin entrar en un análisis profundo y pormenorizado de cada uno de los supuestos, pueden clasificarse en dos tipos básicos: de realización de obras y de uso
.

En el primero de ellos, la actividad puede ser de distinta naturaleza, según se trate o no de una edificación, por contra, en el segundo supuesto, se integran todas esas actividades referidas al uso del suelo y de las edificaciones.

Plazos

El completo desarrollo del tema de los plazos se encuentra recogido en los arts. 81 a 86 de la LSG y en el 18 del RDUG.

De la lectura de este último se desprende que toda licencia debe prever un plazo para el comienzo de las obras y otro para el final de las mismas, debiendo fijar el planeamiento los plazos de caducidad por demora. 

El plazo de iniciación no podrá exceder de UN AÑO y el de la terminación de TRES AÑOS, desde la fecha del otorgamiento de la licencia. 

Señala el art. 19 del RDUG, en la línea de lo anteriormente expuesto, que los plazos computan desde el día siguiente a la recepción de la licencia. Además, parece desprenderse del apartado segundo de este artículo que los Ayuntamientos podrán acordar una ampliación de los plazos establecidos, siempre y cuando no se perjudiquen los derechos de terceros y no exista precepto en contra.

Por ello, la superación de ese plazo no implica automáticamente la caducidad del procedimiento, hasta que se incoe y resuelva un procedimiento específico para declararla, con trámite de audiencia al interesado. 

Actos promovidos por las Administraciones Públicas

El principio de la exigencia universal de la licencia como medio de control de la legalidad urbanística que compete a los entes locales queda excepcionado cuando los actos sujetos al control son promovidos por otras Administraciones públicas, ya que aquí se puede decir que  estamos en el ámbito de las relaciones interadministrativas y no en una relación Administración-administrado.

El art. 169.1 de la LSG señala que los actos recogidos en el artículo anterior, que sean promovidos por órganos de las Administraciones Públicas estarán sujetos a licencia, salvo en los supuestos previstos por la legislación aplicable. 

Ahora bien, añade el art. 20 RDUG que si el proyecto en cuestión afecta a varios municipios habrá de solicitarse la licencia de todos ellos. 

En el caso de actos sometidos de forma clara a licencias urbanísticas por considerar que no se incluyen en actividades de ordenación del territorio, por razones de urgencia o excepcional interés público, se pueden acoger a un régimen especial de control de aquellas.      

Este procedimiento se produce así:

· En primer lugar, el Ministro competente, o el órgano correspondiente de las Comunidades Autónomas (en adelante CC.AA), deben remitir el proyecto en cuestión al Ayuntamiento o Ayuntamientos que corresponda para que en el plazo de UN MES notifiquen la conformidad o disconformidad del mismo con el planeamiento urbanístico vigente. 

· Evidentemente en el caso de conformidad expresa o tácita finaliza el procedimiento. En el caso contrario, el art.244.2 del TRLS prevé que el expediente se remitirá por el Departamento al Ministro de Obras y Transportes  o el órgano de la Comunidad Autónoma (en adelante C.A) que asuma las competencias en esa materia, quien lo elevará al Consejo de Ministros.

· Finalmente, el Consejo de Ministros (o el máximo órgano colegiado de Gobierno de la Comunidad) decidirá si procede ejecutar el proyecto y en tal caso ordenará la iniciación del procedimiento de modificación o revisión del planeamiento, conforme a la tramitación establecida en la legislación urbanística. 

 A este respecto señala Bassols Coma
:

“Es obvio, que el principal problema que plantean la mayoría de las obras públicas del Estado radica en su incidencia –por su dimensión o estructura– en el planeamiento urbano o desarrollo urbanístico. De esta suerte, su principal incidencia urbanística radica en su compatibilidad o previsión previa en el planeamiento urbanístico, a efectos de su localización o emplazamiento. Es evidente que si las obras públicas, están previstas en el planeamiento –bien directamente, por formar parte, total o parcialmente, de los sistemas generales o de las obras que influyen en el desarrollo urbano–, no parece congruente exigir un último acto de control para su realización a nivel microurbanístico. El problema sustancial se plantea cuando dichas obras no estén previstas en el planeamiento y, no obstante, por razones de interés público, sobrevenido, es necesario realizarlas o llevarlas a cabo. En este último caso, no queda otro remedio que proceder a la modificación o revisión del planeamiento urbanístico, por los cauces que la Ley del Suelo establece al efecto, en cuyo caso la exigencia de la licencia es superflua y, en última instancia, aboca a la utilización ordinaria del mecanismo, paradójicamente, extraordinario del art. 244.2 de la Ley del Suelo (razones de urgencia o de excepcional interés público)”.

Actos no sujetos a licencia urbanística: las obras públicas de interés general

El ordenamiento muestra la existencia de múltiples actos de uso del suelo y de ejecución de obras que son promovidas por la Administración del Estado, que están exentas de la necesidad de licencia. Nos referimos a las obras públicas de interés general, aquellas que tienen una gran trascendencia para la sociedad. 

En este caso la pregunta es, ¿cuál es el papel que ejerce el Ayuntamiento en el control urbanístico de estas obras?. 

Dice la STS de 28 de mayo de 1986 que: “no puede extenderse la exigencia de la previa licencia municipal a los grandes proyectos encaminados a la ejecución de los sistemas generales de la ordenación urbanística del territorio”. 

Por lo tanto, podemos deducir que la planificación de una obra pública de interés general, como puede ser la ejecución de una autopista,  forma parte de la ordenación del territorio. Por el contrario, serán competencia municipal todos los aspectos urbanísticos cuyos efectos se limiten exclusivamente a su propio término municipal.

La STC de 13 de mayo de 1986 resuelve un conflicto positivo de competencias promovido por el Gobierno vasco sobre ejecución de obras del Estado y aplicación del art. 180 del TRLS de 1976.

El TC, en su Sentencia 40/98, de 19 de febrero, se pronuncia en torno a esta materia, con ocasión de varios recursos de inconstitucionalidad interpuestos contra la Ley de Puertos, diciendo: 

“la competencia del Estado sobre Puertos no puede justificar la exención de obtención de licencia municipal, en aquellos casos en los que las obras no afecten propiamente a construcciones o instalaciones portuarias, sino a edificios o locales destinados a equipamientos culturales o recreativos, certámenes feriales o exposiciones. Lo importante es la finalidad de la obra”.

 En fin, resultan problemáticas las situaciones de prevalencia del interés general sobre la actuación municipal, pero esto debemos llevarlo al terreno de las relaciones interadministrativas y a la coordinación de competencias. 

Como es lógico, en este apartado hay que hacer mención expresa a la normativa sectorial.    

El art. 12 de la Ley 25/1988 de 29 de julio, de Carreteras, señala que “las obras de construcción, reparación o conservación de carreteras estatales por constituir obras públicas      de 

interés general, no están sometidas a los actos de control preventivo municipal a que se refiere el art. 84.1 b) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local”.

En la misma línea se expresa el art. 19.3 de la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del Estado y de la Marina Mercante, cuando igualmente hace referencia al no sometimiento de obras de esta clase al control municipal.

· La técnica del visado colegial

Sin duda, el control de que la licencia se ajusta al ordenamiento urbanístico compete al órgano que ha de dictarla, es decir, a la Entidad local. 

En el régimen urbanístico español se ha compartido esa responsabilidad con los Colegios Profesionales (el Proyecto de Ley consideraba responsables al promotor, al empresario de las obras, al técnico director de las mismas y al técnico autor del proyecto) a los que se atribuía una importante participación en dicho control, así lo establecía el art. 215 bis, en su apartado 3º, de la Ley reformada sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, al señalar que “los Colegios Profesionales que tuviesen encomendado el visado de los proyectos técnicos precisos para la obtención de licencias, conforme a lo dispuesto en el art. 165, denegarán dicho visado a los que contuvieran alguna de las infracciones previstas en el art. 214.2)”, que  hace referencia a infracciones  graves o manifiestas de normas relativas a parcelaciones, uso del suelo, altura, volumen y situación de las edificaciones y ocupación permitida de la superficie de las parcelas. 

Según se desprende del Fundamento de Derecho 3º de  la STS de 5 de julio de 1994, el  visado colegial comprende los siguientes aspectos:

· Identidad y habilitación legal del técnico autor del acto, es decir, que el proyecto es de quien lo ha firmado y que éste es técnico titulado debidamente colegiado, encontrándose en el ejercicio legítimo de la profesión.

· Observancia de los reglamentos y acuerdos colegiales sobre el ejercicio profesional.

· Corrección e integridad formal de la documentación integrante del trabajo; en concreto por lo que respecta al cumplimiento de la normativa sobre especificaciones técnicas y requisitos de presentación, esto es, el visado es un acto colegial de control de la actividad profesional de los colegiados, que en modo alguno pueden invadir la competencia municipal, que al extenderse a donde no alcanza la de los Colegios, debe comprobar si el autor del proyecto tiene la titulación técnica para elaborar aquel, como una garantía más del actuar administrativo.

“(...) el visado urbanístico es un específico contenido (de naturaleza urbanística) asignado por el legislador al visado colegial ordinario, en su calidad de acto de control  corporativo. En definitiva, ni los Colegios Profesionales deben invadir la competencia municipal extendiendo el control mediante visado a aspectos urbanísticos en supuestos no previstos por el ordenamiento jurídico, ni tampoco debe ni puede la Administración Municipal extender sus competencias más allá de lo contemplado en el referido ordenamiento con intromisión en la propia organización colegial interna”. (Fundamento Jurídico 4º  de la STSJ de Burgos de 31 de julio de 1996)

En conclusión, se suprime la obligatoriedad del visado urbanístico colegial, así se desprende del art. 12.2 del RDUG, al señalar que “para los efectos de otorgamiento de licencia, queda suprimido en el ámbito de la Comunidad Autónoma la obligatoriedad del visado urbanístico colegial”.

3.- ÓRGANOS COMPETENTES PARA APRECIAR LA VULNERACIÓN DE LA NORMA URBANÍSTICA

Los problemas que se generan a la hora de determinar la competencia en materia urbanística son complejos y afectan tanto al Estado, como a las CC.AA como a los Municipios. 

Antes de la STC 61/97, de 20 de marzo, el panorama competencial no estaba lo suficientemente claro, porque el Estado legislaba con excesiva densidad normativa y no estaban claramente delimitadas las competencias de las CC.AA. Se produjo un enfrentamiento de competencias entre el Estado y las CC.AA, que reclamaban para sí el ejercicio de competencias en materia de urbanismo.

Sirva de ejemplo para hacer referencia a la mencionada situación la STC 159/2001, de 5 de julio, en la cual la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña cuestiona la constitucionalidad de diversos artículos del Decreto- Legislativo 1/1990, de 12 de julio, dictado por la Generalidad de Cataluña, que aprobó el texto refundido de los textos legales  vigentes en esta Comunidad en materia urbanística, por considerar, o bien que incurrieron en un exceso en relación con la ley de delegación (Ley del Parlamento de Cataluña 12/1990 de 5 de julio), o bien que vulneraron la autonomía local. Se trata de los artículos 15, 25.2 b), 47, 50 y 133 de dicho Decreto Legislativo de 1990.

Veamos a continuación el contenido de dichos preceptos:

· El art.15 del Decreto Legislativo se  considera en relación con el art. 218 de la L.S. de 1976. El Tribunal estima que el sistema llamado de tutela urbanística, en virtud del cual una determinada Administración puede subrogarse en las facultades o competencias propias del ente local si éste incumple sus obligaciones urbanísticas, es posiblemente lesivo de la autonomía local constitucionalmente garantizada. Concluyó que las normas cuestionadas no encuentran acomodo en la regulación general de la materia, ya que establecen la posibilidad de una intervención estatal o autonómica más incisiva que la prevista en la L.R.B.R.L, por lo que vulneran la autonomía local.

· El art. 25.b) del mismo se basa en el supuesto exceso en la refundición en que habría incurrido en relación con la norma refundida el art.13.2.b de la L.S. de 1976. Esta norma, al regular el contenido mínimo de los Planes Parciales con fines residenciales, y a efectos de cesiones obligatorias y gratuitas, habla de reservas de terrenos para “parques y jardines públicos” cuando, por el contrario, al llevar a cabo la refundición el Gobierno catalán redactó el art.25.2 b) del Decreto Legislativo1/1990 incluyendo en su texto la referencia a los  parques y jardines, pero omitiendo el calificativo de “públicos” de estos.

· El art.47 se excede, a juicio del Tribunal, en relación con el precepto destinado a ser refundido, que era el art. 32 de la L.S. de 1976. Este precepto prevé que la aprobación por el Estado de un Plan de conjunto (que engloba a varios municipios) sólo pueda llevarse a cabo “en defecto de acuerdo de las corporaciones afectadas”, y en cambio el precepto refundidor omitió este inciso, permitiendo a la Administración de tutela ( la Generalidad de Cataluña) aprobar dicho Plan aún cuando exista acuerdo, en un sentido o en otro, entre los municipios afectados. A juicio de la Sala, un exceso en la refundición vulneraría la autonomía local, en cuanto elimina competencias municipales en este tipo de planeamiento urbanístico.

· Se suscita una nueva duda de constitucionalidad en relación con el art. 50 del  citado Decreto. La regulación estatal de 1981 estaba vigente en Cataluña en 1990 y la refundición operada en ese año, al no tenerla en cuenta, se excedió en la delegación y, al eliminar competencias locales, también atentó contra la autonomía local constitucionalmente garantizada.

·  Finalmente, la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJ de Cataluña dirigió su duda de constitucionalidad frente al art. 133 porque consideró que, al no recoger en el texto de éste las expropiaciones urbanísticas que un municipio realice fuera del término municipal, expresamente previstas en el art. 91.2 de la L.S  de 1976, el Gobierno catalán habría incurrido nuevamente en un exceso en el ejercicio de la delegación.

A modo de conclusión, cabe señalar que el Tribunal  contempla la posibilidad de la existencia de una doble vulneración constitucional: exceso en el ejercicio de la delegación (art. 82 C.E.), vicio denominado también “ultra vires”, y menoscabo de la autonomía local constitucionalmente garantizada (art.137  C.E.).

Al respecto, el Tribunal Constitucional señala lo siguiente: 

· Declara inconstitucional y, por consiguiente, nulo, el art.15 del Decreto Legislativo de la Generalidad de Cataluña 1/1990, de 12 de julio, por el que se aprobó el Texto Refundido de los textos legales vigentes en Cataluña en materia urbanística.

· Declara igualmente inconstitucional y derogado por la C.E. el art. 218 del Real Decreto 1346/1976, de 9 de abril, por el cual se aprobó el Texto Refundido de la Ley sobre el Régimen del Suelo y Ordenación Urbana.

·  Declara que el art. 47 del Decreto Legislativo de la Generalidad de Cataluña 1/1990, de 12 de julio, sólo es constitucional si se interpreta en el sentido de que la facultad de la Comunidad Autónoma de Cataluña de formular Planes de conjunto únicamente puede llevarse a cabo “en defecto de  acuerdo entre la Corporaciones Locales afectadas”.

· Declara inconstitucional y derogado por la C.E. el art. 91.2 del Real Decreto 1346/1976, de 9 de abril, por el cual se aprobó el texto Refundido de la Ley sobre régimen del Suelo y Ordenación Urbana.

· Desestima la cuestión en todo lo demás.

La STC 61/97 obligaba a una recomposición forzosa del ordenamiento urbanístico español, ya que declaraba la nulidad de la mayor parte de los preceptos del TRLS  de 1992 y consideraba el Texto Refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por Real Decreto 1346/1976, de 9 de abril (en adelante TRLS de 1976) como Derecho Supletorio estatal vigente en aquellos casos en que no existiera legislación autonómica aplicable
. En Galicia no resulta de aplicación el TRLS de 1976 porque tiene su propia legislación autonómica del Suelo (Ley 1/1997 de 24 de marzo). El propósito de las CC.AA a la hora de plantear los recursos era el de “rebajar” la categoría de los preceptos legales para convertirlos en meramente supletorios, de modo  que pudieren ser “desplazados” por la legislación propia dictada por cada Comunidad, o que se dictase en lo sucesivo, es decir, que las CC.AA reclamaban para sí el ejercicio de competencias en materia de urbanismo. Así fue

La Sentencia define la competencia sobre el urbanismo en los siguientes términos: 

“El urbanismo como sector material susceptible de atribución competencial alude a la disciplina urbanística del hecho social o colectivo de los asentamientos de población en el espacio físico, lo que, en el plano jurídico, se traduce en la “ordenación urbanística” como objeto normativo de las leyes urbanísticas”.

Este contenido competencial se traduce, a juicio del Tribunal, en la fijación de las políticas de ordenación de la ciudad. 

Según Almudena Fernández Carballal:
 

“(...) el Estado es competente para establecer aquellas condiciones  básicas que tiendan a garantizar la igualdad en el ejercicio de los derechos y deberes constitucionales desde la concreta  perspectiva de las posiciones jurídicas fundamentales; dimensión que, como ha señalado el TC, “no es susceptible de desarrollo como si de unas bases se tratara”, sino que dicha regulación estatal “no puede suponer una normación completa y acabada del derecho y deber de que se trate, y, en consecuencia, es claro que las CC.AA, en la medida en que tengan competencias sobre la materia, podrán aprobar, siempre, normas atinentes al régimen jurídico de ese derecho - como  en el caso de la propiedad del suelo.

Continúa exponiendo: Las CC.AA, en virtud de la competencia urbanística que les reconoce el bloque de constitucionalidad, podrán dictar normas atinentes al derecho de propiedad urbana, siempre y cuando respeten las condiciones básicas que garanticen la igualdad en el ejercicio de tal derecho y las demás competencias estatales susceptibles de afectar al urbanismo que sean aplicables.... (...) Dicho reconocimiento de la potestad legislativa a favor de las CC.AA cuenta con dos límites:

· Por un lado, el principio de competencia, que en su vertiente territorial supone, que las leyes autonómicas sólo tendrán vigencia dentro del territorio de la Comunidad que las dicta, y en su vertiente objetiva, que dichas Leyes, únicamente, podrán tratar materias en las que los respectivos Estatutos hubieran asumido la titularidad de la potestad legislativa, en virtud de la CE y con el alcance previsto en los mismos.

· Y por otro lado, el principio de jerarquía normativa que, a su vez, supone determinados límites a dicha normativa de las CC.AA”  

A partir de la STC 61/97 se aclara un poco más la situación anterior y se reconoce la competencia en materia de ordenación urbanística a las CC.AA y a las entidades locales, sin perjuicio de las competencias específicas que el Estado tiene sobre otras materias (valoraciones, expropiación forzosa, ...). Sin embargo, la legislación autonómica reserva a los municipios facultades para el desarrollo de la acción urbanística, estableciéndose mecanismos de concertación y cooperación entre ambas Administraciones, y ello es así porque el urbanismo no puede quedar desvinculado de los municipios, que son los que viven más de cerca los problemas de los ciudadanos y los que mejor conocen las exigencias e inquietudes de éstos, esto es un hecho tan natural como indiscutible. 

El art. 2º del RDUG señala que “la Administración de la Xunta de Galicia y de las entidades locales, en sus respectivas esferas de competencia, deberán velar por el cumplimiento de la legalidad urbanística, en el ejercicio de la potestad  que les corresponda”.

Por otra parte, se establecen mecanismos de control de la actuación de las entidades locales, por ejemplo, los previstos en los arts. 65 y 66 de la LRBRL y en el art. 193 de la  LSG, relativo al incumplimiento por parte de los Municipios de las obligaciones que les son propias.

Del contenido de estos artículos se deduce que la Administración autonómica puede requerir a la local para que anule un acto concreto en el caso en que ésta entienda que es contrario a Derecho. Debe requerir a la Administración local en el plazo de UN MES y, por supuesto, el requerimiento debe  ser suficientemente motivado, con referencia a la normativa que se entiende infringida. 

4.- LA REACCIÓN CONTRA LA VULNERACIÓN DE LA NORMA URBANÍSTICA. 

Como se ha dicho, la licencia urbanística constituye, de algún modo, el título que legitima y da cobertura jurídica a todas las actividades materiales de edificación y uso del suelo.

“Al objeto de que todos los actos que signifiquen una transformación física del suelo sean sometidos a licencia y que ésta, a su vez, se otorgue de conformidad con el planeamiento vigente, la LSG regula una serie de medidas tendentes a reaccionar frente a las transgresiones del ordenamiento urbanístico, esto es, frente a las actuaciones de edificación y uso del suelo que no estén amparadas en licencia o que puedan estar amparadas formalmente en una licencia cuyo contenido vulnera el orden urbanístico”
.  

Una vez que se ha cometido la infracción urbanística es preciso contar con unos mecanismos de reacción contra la misma.

A estos efectos el art. 4 del RDUG establece que: 

1. Toda actuación que contradiga las normas o el planeamiento urbanístico en vigor podrá dar lugar a: 

· La adopción por parte de la Administración competente de las medidas precisas para que se proceda a la restauración del orden jurídico infringido y de la realidad física alterada o transformada como consecuencia de la actuación ilegal. 

· La iniciación de los procedimientos de suspensión y anulación de los actos administrativos en los que presuntamente pudiera ampararse la actuación ilegal. 

· La imposición de sanciones a los responsables, después de la tramitación del correspondiente expediente sancionador, sin perjuicio de las responsabilidades de orden penal en las que pudiesen  incurrir. 

· La obligación de resarcir los daños e indemnización de los perjuicios a cargo de los que sean declarados responsables. 

2. Las actuaciones previstas en el número anterior serán realizadas por los órganos y conforme al procedimiento establecido para cada una de ellas, sin perjuicio de las reglas de conexión y compatibilidad contenidos en este Reglamento.

Asimismo, el artículo 5 del RDUG señala que “en ningún caso podrá la Administración dejar de adoptar las medidas tendentes a restaurar el orden urbanístico vulnerado o a reponer los bienes afectados al estado anterior a la prohibición de la situación ilegal”. 

Se trata, pues, de un conjunto de medidas administrativas de carácter reaccional que deben tomar las Administraciones en el caso de que se produzca la vulneración del orden urbanístico. Es decir, toda actuación que contradiga la actuación urbanística vigente dará lugar a  la adopción de alguna de estas dos medidas: 

· Las dirigidas a restaurar el orden jurídico infringido. 

· Las encaminadas a determinar las responsabilidades en que hayan podido incurrir los presuntos infractores.

5.- MEDIDAS DE PROTECCIÓN Y RESTAURACIÓN DE LA LEGALIDAD URBANÍSTICA EN LA LEGISLACIÓN GALLEGA.

· Consideraciones Generales 

a) Concepto y antecedentes.

Ya  la ley de 12 de mayo de 1956, sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, estableció la posibilidad de que la Administración dispusiera la suspensión de los actos de edificación y uso del suelo que se efectuasen sin licencia u orden de ejecución, haciendo referencia a una serie de medidas de protección de la legalidad urbanística 

Posteriormente  la ley 19/1975 de 2 de mayo, de reforma de la misma, introdujo innovaciones dirigidas a hacer desaparecer en la medida de lo posible las causas de la indisciplina urbanística, a través de una serie de mecanismos tendentes a restaurar la legalidad urbanística. 

La expresión protección de la legalidad urbanística comprende el “conjunto de medidas establecidas por la ley y dirigidas a la restauración del orden jurídico infringido mediante la reposición de la realidad física alterada  o transformada como consecuencia de la actuación ilegal y, en su caso, la suspensión y anulación de los actos administrativos en que pueda ampararse dicha actuación”
. 

Las distintas medidas de protección de la legalidad pueden dar lugar a que la Administración actúe de alguna de las siguientes formas: 

· Requerir al interesado para que solicite licencia. 

· Ordenar al mismo el ajuste de las obras a la licencia u orden de ejecución. 

· Impedir definitivamente los usos a que diera lugar la actividad. 

· Reponer los bienes afectados al estado anterior. 

Lógicamente estas medidas dependen de que sea  posible de legalización de las obras o usos ejecutados. En caso afirmativo, con la obtención de la licencia acaba  la actividad de restauración, por el contrario, si no es así procede la restauración in natura del orden jurídico inculcado  mediante la reposición de los bienes afectados al estado anterior a la actuación, que normalmente consistirá en la demolición de las obras ejecutadas y en el impedimento definitivo de los usos ilegales. 

b) Naturaleza Jurídica: 

Las medidas de protección de la legalidad urbanística se regulan en la LSG en el Título VI (Capítulo II, Sección 1ª), diferenciando varios supuestos: obras sin licencia en curso de ejecución (175), obras concluidas (176); otros actos sin licencia (177); la suspensión (178) y revisión de licencias u órdenes de ejecución (179) y la protección de zonas verdes, espacios libres, dotaciones y suelo rústico con especial protección y otras medidas complementarias (180). 

También son objeto de regulación en el RDUG (Título III),  que  dedica un título completo a esta materia. 

Según Sánchez Goyanes:
 

“(...) lógicamente, en la inmensa mayoría de los casos, el origen está en conductas de los administrados (obras sin licencia;  obras contra licencia, es decir, sin ajustarse a sus determinaciones). Pero,  en una minoría de supuestos, el origen está en una conducta incorrecta de la propia Administración (obras con licencia ilegal)”.

Se trata de potestades que tienen una doble naturaleza: de un lado, son preventivas de los ilícitos urbanísticos, y, de otro, restauradoras de la legalidad infringida frente a la infracción cometida, facultando a la Administración para que, inexcusablemente, adopte  las medidas que estime pertinentes, sujetándose a los principios generales de congruencia y proporcionalidad.

Se puede concluir este apartado señalando que estas medidas se rigen por el principio de autotutela declarativa y ejecutiva de la Administración y se encaminan a restaurar la legalidad urbanística, por lo tanto, quedan totalmente desvinculadas de los principios aplicables al procedimiento sancionador, al que se le prestará atención más adelante. 

c) Normativa aplicable:

 Dispone el art. 180.3 de la LSG que las medidas de protección de la legalidad establecidas en la propia ley gallega lo son “sin perjuicio de las que con carácter complementario estén previstas en la legislación básica del Estado”.

A pesar de que la STC 61/97 declaró inconstitucionales la mayoría de los preceptos del  TRLS de  1992, continúan siendo de “aplicación plena” y de “carácter básico” los arts. 248 a 256 de  la misma.

d) Aspectos procedimentales:

El art. 69.1 de la LRJPAC establece que “los procedimientos se iniciarán de oficio por acuerdo del  órgano competente, bien por propia iniciativa o como consecuencia de orden superior, a petición razonada de otros órganos o por denuncia”.   

Asimismo, el art. 304.1 del TRLS de 1992 establece que “será pública la acción para exigir ante los Órganos administrativos y los Tribunales Contencioso-Administrativos la observancia de la legislación urbanística y de los Planes, Programas, Proyectos, Normas y Ordenanzas”.

 En palabras de Hipólito Pérez Novo
 “esta acción pública consiste en el  apoderamiento a todos los ciudadanos con una acción reaccional frente a las transgresiones del ordenamiento urbanístico, de modo que todo ciudadano está legitimado sin más para impugnar estas transgresiones”.

En este mismo sentido se pronuncia el TS, en  Sentencia dictada el  20 de julio de  1988 (Arz. 6068) que considera que: 

“la acción pública tiene su fundamento en que el orden urbanístico es de general interés, y por ello nuestro Derecho positivo potencia al máximo la posibilidad de acceso a los órganos competentes para velar por la efectividad de dicho orden, eliminando el ejercicio de la legitimación, de tal suerte que ningún obstáculo podrá oponerse al recurrente  por razón de la exigencia de una determinada relación con el objeto litigioso...”.

De todo lo anteriormente expuesto se puede desprender que esta acción constituye un mecanismo a través del cual los ciudadanos pueden poner en conocimiento de los órganos competentes cualquier vulneración del ordenamiento urbanístico, si  lo estiman conveniente, con el fin de que se abran las investigaciones oportunas para poder comprobar la presunta ilegalidad. 

En cuanto a la tramitación del procedimiento, se sigue lo previsto en  la LRJPAC, así lo establece el art. 175.3 de la LSG y el 54.1 del RDUG, cuando señalan que “instruido el expediente de reposición de la legalidad, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 30/92, de 26  de noviembre, y previa audiencia del interesado (...)”. 

Pues bien, de conformidad con lo dispuesto en el art. 42.2 de la LRJPAC: 

“ el plazo máximo en que debe notificarse la resolución expresa será el fijado por la norma reguladora del correspondiente procedimiento. Este plazo no podrá exceder de seis meses salvo que una norma con rango de Ley establezca uno mayor o así venga previsto en la normativa comunitaria europea”.

Como la LSG no establece nada acerca del plazo, éste, de acuerdo con la LRJPAC, será de tres meses prorrogables por otros tres. 

e) Cuestiones competenciales. 

Una de las innovaciones que prevé la Ley gallega en materia de disciplina urbanística es el nuevo régimen de competencias de los órganos autonómicos y municipales. 

En primer lugar, en cuanto a la competencia que tienen las CC.AA en materia de urbanismo, la LSG asigna a sus órganos  competentes en esta materia  un papel fundamental “de dirección de la política urbanística”, así lo establece el art. 190.1 de la misma.

Más concretamente se le atribuye una función general de “control de la legalidad sobre la actividad urbanística”, que se encierra en algunas potestades. 

· Inspeccionar y vigilar los actos de edificación y uso del suelo, en los terrenos a los que hace referencia el art. 180 de la LSG (actuaciones sin licencia que afecten a terrenos calificados por el planeamiento como dotaciones urbanísticas o suelo rústico protegido).  

· Ejercer la potestad sancionadora en el supuesto de infracciones urbanísticas por faltas muy graves (art. 186 a) y b) de la LSG). 

· Requerir de los municipios información detallada sobre actividades de edificación y uso del suelo realizado en su término municipal ( art.116.2 RDUG). 

Llegados a este punto es necesario hacer referencia a la subrogación, en virtud de la cual la Administración autonómica podía “colocarse” en el lugar de los municipios para llevar a cabo el ejercicio de las competencias de éstos, en el caso de  presunta inactividad por parte de los mismos.

En segundo lugar, en cuanto a los órganos municipales,  se les asigna las siguientes funciones: 

· Otorgamiento de licencias urbanísticas (168 LSG). 

· Inspección y vigilancia de todas las obras y usos del suelo que se realicen dentro del término municipal. 

· En general, potestad para adoptar las medidas oportunas frente a cualquier transgresión del ordenamiento urbanístico, con la única excepción del supuesto contemplado en el artículo 180.1 LSG.

f) Coordinación de la disciplina con el Registro de la Propiedad.

Con la finalidad de reforzar la eficacia de actos en materia de disciplina urbanística debe procurarse la coordinación de la acción administrativa con el Registro de la Propiedad, a través de los mecanismos establecidos en la legislación  hipotecaria para la inscripción y anotación preventiva de actos de naturaleza urbanística (artículo 7.1 RDUG), así se evitarán hipotéticas situaciones de falta de eficacia de los actos urbanísticos, dejándose constancia de éstos en el Registro de la Propiedad. A su vez, el Notario juega un papel muy importante en este sentido porque realiza una función de asesoramiento al ciudadano, es decir, tiene que informarle sobre todos los extremos aplicables a un a finca o sector, circunstancias técnicas...  

En esta materia, la LSG guarda silencio, sin remisión a las leyes estatales. Este aparente silencio se debe a la no exigencia de titularidad para muchas actuaciones urbanísticas, lo cual hace pensar en la poca relevancia que tiene entre nosotros la eficacia del asiento registral.

En el aspecto material, tienen acceso en el Registro los actos dictados en ejercicio de las potestades de protección de la legalidad urbanística, concretamente:

· La incoación de expediente sobre disciplina urbanística. 

· Los expedientes que tengan por objeto el apremio administrativo para garantizar las sanciones impuestas. 

· Las condiciones especiales de concesión de licencias. 

· La interposición del recurso contencioso-administrativo que tenga por objeto la anulación de licencias.

El art. 307 del  TRLS de  1992 contiene esta relación de actos inscribibles, pero a este respecto es necesario hacer dos matizaciones:

· No se trata de una lista cerrada, ya que el propio apartado nº 8 del artículo señala que también puede tener acceso al Registro “cualquier otro acto administrativo que, en desarrollo del planeamiento o de sus instrumentos de ejecución modifique, desde luego o en el futuro, el dominio o cualquier otro derecho real sobre fincas determinadas o la descripción de éstas”.

· Es necesario que tales actos sean, por su propia naturaleza, objeto del Registro: la única causa que debiera determinar el negar el acceso al Registro de la Propiedad ha de ser la imposibilidad de relacionar un acto con la finca registral. Esta imposibilidad se plantea especialmente respecto a los actos administrativos-urbanísticos más generales: los que se producen en la fase de planeamiento.


Es decir, si con posterioridad a la inscripción en el Registro de un derecho que por su naturaleza es perfectamente inscribible se produjera algún cambio o modificación en el mismo, (derivado de alguna modificación  puntual en el planeamiento), este cambio puede figurar en el Registro igualmente.

-  Supuestos legales:

a) Los supuestos legales previstos. Criterios de clasificación:

La legislación urbanística gallega ha optado por definir una serie de supuestos prácticos con previsión de diferentes medidas a adoptar en cada caso, diferenciando según una serie de criterios:

· Estado de consumación de la transgresión (obras en curso de ejecución o totalmente terminadas). 

· Existencia o no de título que dé cobertura para edificar (obras sin licencia o sin ajustarse a la licencia concedida). 

· Calificación del suelo (previsión del artículo 180 en el caso de suelo rústico especialmente protegido). 

· Origen de la infracción (si el origen está en la conducta de los administrados o de la propia Administración). 

Siguiendo el esquema propuesto por Sánchez Goyanes
, encontramos los siguientes supuestos  de infracciones:  

b) Infracción del orden urbanístico por parte de los administrados: 

- Obras sin licencia, o si ajustarse a la misma, en curso de ejecución (175):

· Supuesto legal: 

Su regulación es la contenida en el art. 175 LSG, en relación con los arts. 49 y 54 del RDUG. 

El art. 175 LSG establece:

1.- “Cuando los actos de edificación o uso del suelo a que se refiere el artículo 168 de esta ley se hubieran realizado sin licencia u orden de ejecución o sin ajustarse a las condiciones señaladas en las mismas, el Alcalde dispondrá la suspensión inmediata de dichos actos y  procederá a incoar el expediente de reposición de la legalidad, comunicándoselo al interesado”.

2.- Acordada la suspensión, se adoptarán las medidas necesarias para garantizar la total interrupción de la actividad. A estos efectos el Alcalde podrá ordenar la retirada de los materiales preparados para ser utilizados en la obra o actividad suspendida y la maquinaria afecta a la misma, cuando el interesado no lo hiciese en el plazo de 24 horas siguientes a la 

notificación del acuerdo de suspensión y hubiese incumplimiento de dicho acuerdo. En el supuesto de que el interesado no procediese a la retirada de los materiales y maquinaria, la autoridad que ordenó la suspensión podrá retirarlos o precintarlos. Los materiales o maquinaria retirados quedarán a disposición del interesado, quien satisfará los gastos de transporte y custodia.

3.- Instruido el expediente de reposición de la legalidad de conformidad con lo dispuesto en la ley 30/92, de 26 de noviembre, y previa audiencia del interesado, se adoptará alguno de los siguientes acuerdos: 

· Si las obras no fueran legalizables por ser incompatibles con el ordenamiento urbanístico, se acordará su demolición a costa del interesado y se procederá a impedir definitivamente los usos a que diera lugar. 

· Si las obras fueran legalizables por ser compatibles con el ordenamiento urbanístico, se requerirá al interesado para que en el plazo de dos meses presente la solicitud de la oportuna licencia, manteniéndose la suspensión de las obras en tanto ésta no sea otorgada. 

· Si las obras no se ajustan a las condiciones señaladas en la licencia u orden de ejecución, se ordenará al interesado que las ajuste en el plazo de dos meses. 

4.- Si transcurrido el plazo de dos meses desde el requerimiento el interesado no solicitara la oportuna licencia o, en su caso, no ajustara las obras a las condiciones señaladas en la misma o en la orden de ejecución, el alcalde acordará la demolición de las obras a costa del interesado y procederá a impedir definitivamente los usos a que diera lugar. De igual modo se procederá en el supuesto de que la licencia fuese denegada por ser su otorgamiento contrario a la legalidad. 

5.- En caso de incumplimiento de la orden de demolición, la Administración municipal procederá a la ejecución subsidiaria de la misma o a la ejecución forzosa mediante la imposición de multas coercitivas, reiterables hasta lograr la ejecución por el sujeto obligado, en cuantía de 50.000 a 500.000 pesetas cada una”. 
- Consecuencias Jurídicas:

La realización de las obras sin licencia conlleva la lógica suspensión de la actividad para verificar el control de la legalidad de las mismas. Se trata, por tanto, de una medida cautelar, es decir, se suspende la actividad para evitar que se consoliden situaciones de hecho hasta que se comprueba la legalidad de las obras.

 Tal y como se desprende del artículo, las medidas que se adopten dependerán de si las obras son o no legalizables, así por ejemplo, si lo son se requerirá al interesado para que en el plazo de dos meses solicite la oportuna licencia, por lo tanto, no se dispone como medida en todo caso la demolición de la obra. 

En este sentido se pronuncia la STS de 26 de septiembre de 1995 cuando señala que: 

“La medida cautelar de suspensión de la ejecución material de las obras sin licencia supone no sólo la satisfacción, demandada por el interés público, del respeto y acatamiento en todo caso de las prescripciones urbanísticas, sino también la de los propios intereses privados del ejecutor de las obras, sin licencia o sin ajustarse a su contenido, toda vez que se impide la continuación de aquellas, con los gastos que ello conlleva, que posteriormente pueden ser objeto de demolición, si lo edificado fuera de los términos de la licencia no es susceptible de legalización”. 

El fundamento de esta medida es muy claro: si el ordenamiento jurídico establece como una prohibición  el ejercicio de cualquier acto de edificación sin sujeción a previa licencia u orden de ejecución, parece lógico que si dichos actos constituyen una clara transgresión jurídico-administrativa se ordene la inmediata suspensión de las actividades a que dá lugar el acto hasta que se verifique el omitido control de la legalidad.

Dicho esto, la primera cuestión que hay que analizar es el órgano competente para incoar el procedimiento, siendo éste el Alcalde del municipio en que tenga lugar la hipotética infracción urbanística. 

Ahora bien, puede actuar el órgano autonómico competente cuando el Alcalde no pusiera en marcha las medidas previstas en el art. 175.1 de la LSG y requerido el Ayuntamiento éste no las adoptara en el plazo previsto a tal efecto, así se deduce de lo dispuesto en el art. 193 de la LSG (derecho de la C.A. a subrogarse en el ejercicio de las facultades municipales). 

El procedimiento previsto en el art. 175.1 de la LSG tiene como finalidad fundamental la restauración del orden urbanístico infringido, requiriendo al responsable de la obra para que cumpla con lo previsto en  el mismo. 

Una vez que el órgano municipal competente ha tenido conocimiento de la infracción urbanística, ya sea de oficio o mediante denuncia particular, la primera medida que hay que tomar es la de comprobar la presunta ilegalidad de la obra, es decir, que la misma carece de título administrativo habilitante. 

Para ello, en primer lugar hay que ordenar la suspensión de las obras realizadas, suspensión cautelar que debe ir acompañada de medidas complementarias para garantizar la efectividad de la misma; en concreto, notificado al interesado la orden de suspensión de  las obras, si éste no actúa consecuentemente, el Alcalde (así lo dispone el artículo) podrá ordenar la retirada de los materiales y la maquinaria empleados en la obra. 

Se trata de un acto que, en principio, no es susceptible de impugnación, pero la doctrina no es clara al respecto, la jurisprudencia ha señalado que es recurrible cuando no concurre el necesario presupuesto habilitante (STS de 20 de junio de 1995).

Se otorga recurso de reposición contra la orden de paralización de las obras, no contra la de incoación del procedimiento.

La suspensión produce dos tipos de efectos: por un lado, la paralización de los actos de edificación o uso del suelo; por otro, el traslado al responsable de la carga de obtener la legalización de las obras iniciadas. 

De acuerdo con lo dispuesto en el art. 54 del RDUG, en el expediente de reposición de la legalidad se deberá dar audiencia al interesado y comprobar si las obras son o no legalizables, requiriéndose para ello la presentación del correspondiente proyecto técnico en el plazo de dos meses. Si de la comprobación se deduce que las obras son incompatibles o bien a raíz de la pasividad del administrado,  que no solicita  la licencia en el plazo previsto para ello, el Alcalde decretará la demolición de las obras o la reposición de los bienes afectados al estado anterior al cumplimiento. Si por el contrario, las obras son legalizables y compatibles con el planeamiento y el interesado legaliza las mismas a través del otorgamiento de la licencia solicitada en el plazo, como es lógico, se legalizan las obras.

Tal y como se establece en el apartado cuarto del presente artículo: 

“si  transcurrido el plazo de dos meses desde el requerimiento el interesado no solicitara la oportuna licencia o, en su caso, no ajustara las obras a las condiciones señaladas en la misma o en la orden de ejecución, el alcalde ordenará la demolición de las obras a costa del interesado y procederá a impedir definitivamente los usos a que diera lugar...”

La demolición es compatible con medidas sancionadoras, por lo que se  puede abrir un expediente sancionador.

En caso de incumplimiento de la orden de demolición se llega a la ejecución forzosa, con imposición de multas coercitivas que variarán en su cuantía en función de circunstancias concurrentes y del coste estimado de las actuaciones necesarias para restaurar la legalidad. Las multas se pueden reiterar “hasta lograr la ejecución por el sujeto obligado”.

Si no es así procederá la ejecución subsidiaria por parte de la Administración a costa del interesado.

También puede darse el caso de que las obras realizadas tengan  licencia u orden de ejecución, pero sin que se ajusten a las condiciones señaladas en la misma. Ello se refiere a las condiciones previstas en el proyecto técnico presentado y aprobado por la Administración, que otorga la licencia, exigencias a las que no responde la realidad material de las obras resultantes. En dicho supuesto, el Alcalde ordenará el ajuste de las obras a la licencia con la que cuentan. 

- Obras sin licencia, o sin ajustarse a la misma, terminadas (176):

· Supuesto Legal 

El art. 176 de la LSG regula el procedimiento de restauración de la legalidad urbanística en el caso de obras ya concluidas y  explícitamente  remite a lo que disponen los apartados 3, 4 y 5 del art. 175 de la LSG.  

Establece  lo siguiente: 

“Si se hubiese terminado una edificación sin licencia o incumpliendo las condiciones señaladas en la misma o en la orden de ejecución, el Alcalde, dentro del plazo de 4 años, contados desde la total terminación de las mismas, incoará expediente de reposición de la legalidad, procediendo según lo dispuesto en los números tres, cuatro y cinco del número anterior”. 

El precepto distingue según se trate de obras conformes o disconformes con el planeamiento vigente, en cualquier caso, como la obra está totalmente terminada no cabe la suspensión de la actividad.

Nos encontramos ante un precepto que presenta muchos interrogantes. 

En primer lugar, en cuanto al órgano competente para incoar el procedimiento, el precepto es claro y señala que lo será el Alcalde, pero cabe la subrogación del órgano autonómico competente.

En cuanto al plazo para iniciar el procedimiento, los términos del precepto son categóricos: “dentro del plazo de la total terminación de las obras”. 

En cambio, sí se presenta un problema importante, porque el criterio que establece que las obras están totalmente terminadas es relativo y suscita muchas dudas, en el sentido de que en muchas ocasiones no es fácil determinar cuándo podemos considerar que las obras están totalmente  terminadas.

Según el T.S. (Sentencia de 24 de diciembre de 1980) la obra está totalmente terminada “cuando la edificación es ya apta para servir al fin al que está destinada, sin necesitar ulteriores retoques ni remates”. 

En la misma línea que el T.S. se manifiesta el art. 56.2 del RDUG, que señala que:  

“se consideran obras totalmente terminadas aquellas que se encuentren dispuestas para servir al fin al que estuviesen destinadas y en condiciones de ser ocupadas sin necesidad de obras complementarias de ningún tipo, cuando así lo reconozca la autoridad que incoa el expediente, previo informe de los servicios técnicos y con audiencia del promotor de las obras” 

Del mismo modo,  el art. 32 del RDU  entiende que el reconocimiento de que las obras están totalmente terminadas se constata por varias actuaciones: 

· De un lado, cuando el edificio sea de nueva planta, a partir de la fecha de expedición del certificado final de las obras, suscrito por el facultativo o facultativos competentes, y a falta de este documento, desde la fecha de notificación de la licencia de ocupación.

· De otro, en los demás casos, a partir de la fecha de expedición del certificado final de obras en las condiciones del apartado anterior o, a falta de éste, desde que el titular de la licencia comunique al Ayuntamiento la finalización de las obras. 

Como es sabido, el plazo es de 4 años y si transcurre el mismo caduca la acción municipal de restauración de la legalidad urbanística infringida. En tal caso, las obras ejecutadas ilegalmente lo continúan siendo  por ser disconformes con la ordenación urbanística aplicable. El mero transcurso del plazo no ha legalizado las obras, pero sí quedan en una situación análoga a la de fuera de ordenación. En este sentido, resulta de aplicación el art.106 del RDUG, que señala que:  

“en los edificios e instalaciones construidos o realizados mediante actuaciones que, de acuerdo con este reglamento, fuesen declarados como infracción urbanística y respecto de los que prescribiese la acción administrativa para la restauración del orden jurídico infringido y de la realidad física alterada, no se podrán realizar otras obras que las pequeñas reparaciones exigidas de seguridad e higiene, y en ningún caso las de consolidación, aumento del valor o modernización, o cambio del uso existente, excepto aquellas necesarias para la adecuación a la legalidad urbanística vigente”

A tal efecto, la STS de 6 de febrero de 1991, siendo ponente el Excmo. Sr. Delgado Barrio, señaló que: 

“tal situación implica únicamente la prohibición de las obras que podrían alargar artificialmente la vida de la edificación, que ha de subsistir dentro de lo que pudiera considerarse plazo normal de su “vida natural”, durante  el cual la utilización de la edificación es perfectamente viable, de suerte que resulta lícita la autorización de un uso, autorización ésta reglada y que ha de otorgarse con independencia de la calificación de fuera de ordenación que corresponda al edificio o parte correspondiente del mismo”. 

· Consecuencias jurídicas

En el presente supuesto, dado que las obras están completamente terminadas, se excluyen todas aquellas medidas complementarias ( como la orden de suspensión) que se prevén para el caso de obras en curso de ejecución. 

El requerimiento de legalización de las obras se dirige contra la persona titular de la construcción en el momento en que ésta se efectúe (esto es, el promotor de las obras o sus causahabientes). 

La tramitación del procedimiento es la misma que la prevista para las obras en curso de ejecución.  

Hay que recordar también que el requerimiento  es independiente de que simultáneamente se incoe  el oportuno expediente sancionador, al cual se hará referencia más adelante.

· Otros actos sin licencia  (177)

· Supuesto Legal 

La normativa gallega establece en materia de usos el mismo esquema de protección aplicado a las obras (art. 177 LSG y 57 RDUG). 

Prescribe el art. 177 LSG: 

1. “Cuando algún acto distinto de los regulados en el artículo anterior y precisado de licencia se realizase sin ésta o en contra de sus determinaciones, el Alcalde dispondrá la cesación inmediata de dicho acto e incoará expediente de reposición de la legalidad.

2. Instruido el expediente de reposición de la legalidad, y previa audiencia del interesado, se adoptará alguno de los siguientes acuerdos: 

a) Si la actividad se realizara sin licencia o sin ajustarse a sus determinaciones, se requerirá al interesado para que solicite la oportuna licencia o ajuste la actividad a la ya concedida. 

b) Si la actividad no fuera legalizable por ser incompatible con el ordenamiento urbanístico, se procederá a impedir definitivamente la actividad y a ordenar la reposición de los bienes afectados al estado anterior al incumplimiento de aquella”. 

El supuesto legal lo constituyen las actividades que precisen  licencia urbanística, por imperativo de lo dispuesto en los arts. 168.1 LSG y 10 del RDUG, es decir, son actos no edificatorios,  tales como la primera utilización de los edificios, cambio de uso... 

La competencia para adoptar las medidas previstas en el artículo se atribuye expresamente al Alcalde.

· Consecuencias jurídicas

El procedimiento se simplifica, previéndose en primer lugar que cese la actividad y la posterior reposición de la legalidad en el caso de que no sean legalizadas las actividades, con apercibimiento de ejecución  subsidiaria en los términos previstos  (arts. 177.3 y 4 LSG y 57 del RDUG).

“La STS  de 10 de mayo de 1996 (Arz. 4032) se enfrenta a un Decreto del Alcalde de Cartagena (Murcia) ordenando el cese de un uso del suelo consistente en instalación de una caseta desmontable destinada a desarrollar la actividad de cafetería, puesto que carecía de licencia de obras, de instalación y de actividad molesta, todas ellas preceptivas. La controversia se centra, no en orden a la exigibilidad de estas licencias, fuera de toda duda, sino en la distinta consecuencia que anudaba a su carencia el Ayuntamiento y el TSJ de Murcia. Para éste lo procedente era acordar la suspensión de las instalaciones pero no la retirada total de las mismas, para lo cual debería otorgarse el plazo previsto para legalizar urbanisticamente las actuaciones, en definitiva el esquema respaldado luego en el artículo 250 de la Ley Estatal del Suelo de 1992 y hoy en el precepto comentado de la LSG”
. 

c) Infracción del orden urbanístico por parte de la Administración.

 Obras con licencia ilegal, en curso de  ejecución (178): 

· Supuesto Legal
Es el previsto en el art. 178 LSG, que establece lo siguiente: 

1.- “El Alcalde dispondrá la suspensión de los efectos de una licencia u orden de ejecución y, consiguientemente, la paralización inmediata de las obras iniciadas a su amparo, cuando el contenido de dichos actos administrativos constituya manifiestamente una infracción urbanística grave o muy grave.

2.- El Alcalde procederá, en el plazo de tres días, a dar traslado directo de dicho acuerdo a la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSXG, a los efectos previstos en el artículo 118 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

3.-  Lo dispuesto en los números anteriores se entiende sin perjuicio de las sanciones que pudieran imponerse”.

El RDUG regula  este supuesto en varios de sus artículos:

El  art. 60 del mismo parte de la base de la existencia de una licencia u orden de ejecución cuyo contenido constituya una infracción urbanística grave o muy grave.

 Igualmente  el art.61 del  RDUG señala que la revisión se hará “al órgano competente de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa”.

Por último, en relación al momento a partir del cual se puede ejercer esta facultad, el art. 62 del RDUG señala que ésta  podrá ejercerse en cualquier momento, durante el periodo de ejecución de las obras, independientemente del momento en que se haya otorgado la licencia y del estado de avance de las mismas.

En cuanto a la competencia para iniciar el procedimiento, esta se atribuye al Alcalde, que remitirá el acuerdo a la Sala  de lo Contencioso-Administrativo del TSXG, como establece el apartado segundo del art.178 de la LSG. 

Consecuencias jurídicas

Podemos hacer referencia a tres aspectos:

· La suspensión de los efectos de la licencia u orden de ejecución:

La suspensión es una medida cautelar cuyo objetivo es paralizar la situación jurídica en el plano de la eficacia y no en el de la validez de la licencia u orden de ejecución. Esto es, no se entra a valorar si la licencia que se ha otorgado  es válida o no, lo que realmente tiene trascendencia a efectos prácticos es conocer si del contenido de la misma se puede producir manifiestamente una infracción urbanística, en cuyo caso procede inmediatamente la suspensión de la obra. 

Es necesario que se den tres tipos de requisitos:

· Subjetivos: 

Corresponde al Alcalde la incoación del procedimiento y decretar la paralización de las obras iniciadas. Nada se concreta acerca de la posible delegación de competencias de éste a otro órgano. 

Cualquier ciudadano puede solicitar la incoación del procedimiento, tenga o no interés específico, pero el Alcalde lo abrirá sólo si considera que la obra constituye una infracción grave o muy grave, con  lo cual se  puede plantear un problema en torno a la discrecionalidad de éste a la hora de incoar el procedimiento.

· Objetivos: 

Hacen referencia al objeto de la suspensión, que son las licencias u órdenes de ejecución (arts. 168, 170 y 171 LSG). 

Como se ha dicho, se exige que la licencia u orden de ejecución contradiga grave y manifiestamente el orden urbanístico. 

El art. 182 de la LSG hace referencia a las  diferentes clases de infracciones urbanísticas, calificando como muy graves o graves las acciones y omisiones que constituyan incumplimiento de normas relativas a : 

· Uso y edificación que afecten a zonas verdes, espacios libres, dotaciones, equipamientos o suelo rústico con especial protección.

· Parcelación urbanística en suelo rústico y  realización de obras de urbanización sin la previa aprobación del planeamiento y del proyecto de urbanización exigibles. 

· Parcelaciones, aprovechamiento urbanístico, uso del suelo, altura, volumen, situación de las edificaciones y ocupación permitida de la superficie de las parcelas, salvo que se demuestre la escasa entidad del daño producido a los intereses generales. 

·  Plazo y condiciones: 

Del art. 178 de la LSG se desprende que la facultad de suspensión puede ejercitarse cuando las obras se estén realizando, sin que importe la fecha de otorgamiento de la licencia. 

· Procedimiento administrativo

La suspensión está sujeta a un procedimiento, que  se inicia  de oficio o por denuncia de un particular. 

El acuerdo debe ser motivado y el Alcalde dará traslado, en el plazo de tres días, a la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, a la que le corresponderá la decisión definitiva, abriéndose un proceso especial, recogido en el art. 127 de la LJCA.

Señala la S.T.S de 16 de diciembre de 1998 (Arz. 9975) que: 

“el plazo de tres días que concede el art. 118 de la LJCA para dar traslado de la suspensión del acuerdo de la Corporación local es un plazo fatal e improrrogable, de imperativa vigencia y caducidad, cuya inobservancia priva de efectos a la suspensión de que se trate, con exclusión de pronunciamiento alguno sobre la existencia de la infracción que se hubiere denunciado”. 

Si el juez o Tribunal competente, al dictar sentencia, anulare la licencia, el Alcalde ordenará la demolición, procediendo, en caso de que se incumpla esta orden, a su ejecución subsidiaria o forzosa mediante la imposición de multas coercitivas. Tratándose  de una licencia que hubiese autorizado una demolición indebida, el Alcalde, toda vez que ha anulado el acto jurisdiccionalmente, debe ordenar la reconstrucción de lo demolido de forma indebida.

El art.127 de la LJCA, que tiene carácter especial y sumario, establece  lo siguiente:
1.- “En los casos en que, conforme a las leyes, la suspensión administrativa de actos o acuerdos de Corporaciones o Entidades públicas deba ir seguida de la impugnación o traslado de aquellos ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, se procederá conforme a lo dispuesto en este precepto.

2.- En el plazo de los diez días siguientes a la fecha en que se hubiera dictado el acto de suspensión o en el que la Ley establezca, deberá interponerse el recurso contencioso-administrativo mediante escrito fundado, o darse traslado directo del acuerdo suspendido al órgano jurisdiccional, según proceda, acompañando en todo caso copia del citado acto de suspensión.

3.- Interpuesto el recurso o trasladado el acuerdo suspendido, el órgano jurisdiccional requerirá a la Corporación o Entidad que lo hubiera dictado para que en el plazo de diez días remita el expediente administrativo, alegue lo que estime conveniente en defensa de aquél y notifique a cuantos tuvieran interés legítimo en su mantenimiento o anulación la existencia del procedimiento, a efectos de su comparecencia ante el órgano jurisdiccional en el plazo de diez días.

4.- Recibido el expediente administrativo, el órgano jurisdiccional lo pondrá de manifiesto junto con las actuaciones a los comparecidos en el procedimiento, convocándolos para la celebración de la vista, que se celebrará como mínimo a los diez días de la puesta de manifiesto del expediente.

5.-  El órgano jurisdiccional podrá, motivadamente, sustituir el trámite de vista por el de alegaciones escritas, que se presentarán en el plazo común de los diez días siguientes a la notificación  del auto en que así se acuerde. Podrá también abrir un  periodo de prueba, para mejor proveer, por plazo no superior a quince días.

6.- Celebrada la vista o deducidas las alegaciones a que se refieren los apartados anteriores, se dictará sentencia por la que se anule o confirme el acto o acuerdo objeto del recurso, disponiendo lo que proceda en cuanto la suspensión”.

· Restauración del orden jurídico infringido: 

El art. 63 del RDUG  señala que  “si el Juzgado o Tribunal del Contencioso-Administrativo, al dictar sentencia, anulase la licencia u orden de ejecución, el Alcalde acordará la demolición o cese de la actividad a costa del interesado, resultando de aplicación lo dispuesto en el art. 54.3 del RDUG”.

Obras con licencia ilegal, terminadas (179)

· Supuesto Legal

Es la hipótesis contemplada en el art. 179 de la LSG, que señala que  “cuando el contenido de las licencias u ordenes de ejecución constituya manifiestamente alguna de las infracciones urbanísticas graves o muy graves previstas en esta ley, deberán ser revisadas dentro de los 4 años desde la fecha de su expedición por el Ayuntamiento que la otorgó a través de alguno de los procedimientos de revisión de oficio contemplados en la Ley 30/92, de 26 de noviembre”.

Como se puede comprobar, el presupuesto de hecho vuelve a ser la existencia de licencias u órdenes de ejecución cuyo contenido constituya infracción grave o muy grave.  El órgano competente para iniciar el procedimiento es el Alcalde, de oficio o a instancia de parte, al igual que en el supuesto anterior. 

· Consecuencias Jurídicas:

-     Revisión de Oficio

La protección de la legalidad se lleva a cabo por los cauces  de la revisión de oficio (arts. 102-106 LRJPAC).

La posibilidad  de que la Administración pública pueda revisar de oficio sus propios actos es una manifestación más del principio de autotutela, que permite a ésta examinar o reconsiderar un acto preexistente para, por razones de legalidad, modificarlo o extinguirlo. 

Hay que distinguir varios supuestos de revisión, por motivos de legalidad:

· Actos declarativos de derechos: 

Dentro de este apartado podemos distinguir, a su vez, varios supuestos: 

· Nulos de pleno derecho (art. 102 LRJPAC). 

Podrán ser revisados en cualquier momento, previo dictamen favorable del Consejo del Estado. Sólo se celebrará la vista cuando lo soliciten todas las partes o  la Sala lo estime conveniente.

Un ejemplo típico es el previsto en el art. 180.2 de la LSG.

· Actos anulables (art. 103 LRJPAC). 

Hay que distinguir según se infrinja gravemente o no el ordenamiento jurídico. El plazo para la revisión de oficio es de 4 años desde la fecha de expedición de la licencia. 

-    Actos de gravamen o desfavorables:
Normalmente será el supuesto de las órdenes de ejecución, está contemplado en el art. 105 de la LRJPAC. 

-   La reposición del orden jurídico infringido:

Como es lógico, en el caso de anulación debe procederse a la reintegración de la realidad física alterada (art. 65 RDUG), siendo de aplicación las medidas previstas en el art. 54.3 del RDUG, sin perjuicio de las responsabilidades de otro tipo que se puedan exigir. 

En el caso de incumplimiento de la orden de demolición por parte del interesado, se abrirá la fase de ejecución forzosa, mediante la imposición de multas coercitivas,  o la subsidiaria, a costa del interesado por la Administración.

-   Indemnización de daños y perjuicios: 
Es necesario hacer referencia a  la normativa básica común, recogida en la LRJPAC, así como al Reglamento que la desarrolla, esto es, el Reglamento de  procedimientos en materia de responsabilidad de las Administraciones Públicas (RD 429/1993, de 26 de marzo). 

En el caso de una conducta inapropiada por parte de la Administración  se prevé un supuesto indemnizatorio (art. 240 del TRLS de 1992 y art.66 del RDUG).

El art. 66.1 del RDUG señala que “la procedencia de indemnización en los supuestos  de anulación de licencia u orden de ejecución y la fijación de su cuantía se efectuará de acuerdo con lo previsto en el art. 44.2  de la LRSV, y en los artículos 139 y siguientes de la LRJPAC”.

Señala igualmente el segundo párrafo del mismo que “en ningún caso habrá lugar a la indemnización si existiese dolo, culpa o negligencia graves imputables al interesado”.

 De la lectura del art. 44.2 de la LRSV se deduce que la Administración es responsable por tres motivos diferentes: la anulación de licencias, la demora injustificada en su otorgamiento y la denegación improcedente.

Por otra parte, el art. 139 de la LRJPAC hace referencia al principio general de responsabilidad de las  Administraciones Públicas. Los particulares tendrán derecho a ser indemnizados  de toda lesión que sufran en sus bienes o derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre y cuando sea como consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios  públicos. En cualquier caso, sólo serán indemnizables las lesiones que se produzcan al particular siempre y cuando se produzca un daño respecto del cual el ciudadano no tenga el deber jurídico de soportar esa consecuencia. 

d) Infracción del orden urbanístico por otras Administraciones ( 169.3 y 4 de la LSG).

· Supuesto Legal

Dice el art. 169.3 de la LSG que “el Ayuntamiento podrá acordar la suspensión de las obras a que se refiere el nº 1 de este artículo cuando se pretendiesen llevar a cabo en ausencia o contradicción con la notificación de conformidad con el planeamiento y antes de la decisión de ejecutar la obra adoptada por el Consejo de la Xunta, y comunicará dicha suspensión al órgano redactor del Proyecto y al Conselleiro de Política Territorial, Obras Públicas y Vivienda, a los efectos previstos en el mismo”. 

Además, el cuarto párrafo del mismo artículo, señala que “el mismo régimen será de aplicación a la Administración del Estado, con intervención de sus correspondientes órganos competentes”.

Es el mismo caso previsto en el art. 175 de la LSG, con la excepción de que los actos son promovidos por la Administración Pública autonómica o estatal (art.54.4 RDUG), además debe tratarse de actos de edificación y uso del suelo que no se encuentren exceptuados de la exigencia de licencia municipal, en virtud de la legislación sectorial. 

La competencia para la adopción de las medidas previstas en el art. 169.3 corresponde al Ayuntamiento. 

· Consecuencias Jurídicas

La principal consecuencia jurídica que se deriva de este precepto se deduce claramente del artículo 169.2 de la LSG, no es otro que la suspensión de  las obras cuando se pretendiesen llevar a cabo en disconformidad con el planeamiento, correspondiendo la facultad para decretar la misma al Ayuntamiento, que remitirá dicha decisión al Conselleiro de Política Territorial, Obras Públicas y Vivienda. 

e)   Régimen especial de infracciones sin plazo de caducidad: (180.1 LSG)

Peculiar atención merecen un tipo de infracciones, que se consideran muy graves, caracterizadas por diversas notas:

· Están sometidas a un régimen especial de caducidad.  

· Pueden ser cometidas indistintamente por la Administración o el administrado.

· Se caracterizan fundamentalmente por el bien jurídico que  se pretende  proteger, que son zonas verdes, espacios libres, dotaciones y equipamientos en suelo rústico especialmente protegido. 

· En cuanto a la competencia para sancionarlas, ésta se atribuye a la C.A. 

Se trata de infracciones para las que no se establece un plazo de incoación del procedimiento, es decir, no se produce nunca la caducidad de la acción municipal de restauración del orden urbanístico infringido, por lo que se podrá incoar el procedimiento en cualquier momento.

-  Supuesto Legal: 

Se contempla en los arts 180.1 de la LSG (art. 67 RDUG), 182.2 (art. 70.2 del RDUG), 183 (art. 104.1 del RDUG) y 180.2 (art. 67 del RDUG). 

Se les concede especial importancia porque se cometen en suelo rústico y hay que preservar y proteger sus valores ecológicos, paisajísticos, medioambientales, etc. 

 
El art. 180 de la LSG establece lo siguiente:

1.- “Los actos de edificación  y uso del suelo relacionados en el artículo 168 que se realicen sin licencia u orden de ejecución sobre terrenos  calificados por el planeamiento como zonas verdes, espacios libres, dotaciones, equipamiento o suelo rústico con especial protección quedarán sujetos al régimen establecido en el artículo 175 mientras estuviesen en curso de ejecución, y al régimen previsto en el artículo 176 cuando hubieran finalizado sin que tenga aplicación la limitación del que establece dicho artículo. En estos supuestos la competencia corresponderá al Conselleiro de Política Territorial, Obras Públicas y Vivienda.

2.- Las licencias u órdenes de ejecución que se otorgasen con infracción de zonificación o uso urbanístico de las zonas verdes, espacios libres, dotaciones, equipamientos o suelo rústico con especial protección previstos en el planeamiento serán nulas de pleno derecho. En estos casos, el Conselleiro de Política Territorial, Obras Públicas y Vivienda requerirá al Alcalde para que proceda según lo dispuesto en los artículos 178 y 179 anteriores.

3.- Las medidas que  sobre la protección de la legalidad urbanística se contienen en esta sección lo son sin perjuicio de las que, con carácter complementario, estén previstas en la legislación básica del Estado”. 

· Consecuencias Jurídicas: 

Los actos de edificación y uso del suelo en zonas especialmente protegidas se sujetan al régimen de suspensión de los mismos y se tramitará el respectivo expediente. 

El art. 58 del RDUG distingue según los actos de edificación y uso del suelo se hayan o no consumado. Si están en curso de ejecución se suspenderán las actuaciones ilegales y se restaurará el orden jurídico infringido, siguiendo el régimen normal de suspensión de actuaciones 

ilegales. Si por el contrario, las obras estuviesen concluidas, se procederá según lo dispuesto en el art. 56 del RDUG, pero no se aplicará el plazo de 4 años que en el mismo precepto se establece. 

Planteado un supuesto de infracción urbanística de estas características, el Alcalde dará traslado de las actuaciones a la Consellería de Ordenación Territorial, Obras Públicas y Vivienda, que es el órgano que tiene competencia para sancionar en estos supuestos. Si el Alcalde no diera traslado de la actuación a la Xunta de Galicia el órgano autonómico deberá requerirle de nuevo, dado que un acto municipal (concesión de licencia) sólo puede ser revisado por su autor (el municipio). 

En cualquier caso, el Ayuntamiento ha de emitir un informe preceptivo antes de la resolución del procedimiento restaurador. 

Otro de los medios de protección de la legalidad urbanística en esta clase de suelos es la nulidad de las licencias u ordenes de ejecución que se hayan otorgado con infracción de las determinaciones del planeamiento, así se desprende del artículo 67 del RDUG. En estos casos, el Conselleiro de Política Territorial, Obras Públicas y Vivienda requerirá al Alcalde para que proceda como corresponde.  

Una manifestación reciente de la limitación impuesta por la autonomía local viene dada por la STC 11/1999, de 11 de febrero, por la que se resuelve la cuestión de inconstitucionalidad interpuesta por la valoración de diversos artículos de la Ley del Principado de Asturias 3/1987, de 8 de abril, reguladora de la disciplina urbanística. El artículo 6 de la citada norma establecía que: 

“cuando el Alcalde adopte y ejecute un acuerdo de suspensión, el Consejero de Ordenación del Territorio, Vivienda, Urbanismo y Medio Ambiente deberá advertirle en tal sentido y, si no se produce la paralización de las obras en el plazo de 1 mes, contado a partir de la fecha en que se hubiese formulado la advertencia, por el nuevo transcurso de dicho plazo quedarán sin efecto las competencias de la Alcaldía sobre tal actuación y pasarán a ser ejecutadas por el Consejero, que decretará y ejecutará la paralización o, en su caso, dictará las medidas a aplicar en orden a la ejecución del Acuerdo adoptado por la Alcaldía”
 

En efecto, de acuerdo con el art. 65.1 de la LRBRL: 

“cuando la Administración del Estado o de las Comunidades Autónomas considere, en el ámbito de las respectivas competencias, que un acto o acuerdo de alguna entidad local infringe el ordenamiento jurídico, podrá requerirla, invocando expresamente el presente artículo, para que anule dicho acto en el plazo de 1 mes”.

6.- EL PROCEDIMIENTO SANCIONADOR: 

· Derecho urbanístico sancionador: Principios generales.

Según el art. 25.1 de la C.E. “nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento”.

De este artículo se desprende una preocupación por reconocer al ciudadano las máximas garantías que el ordenamiento jurídico debe ofrecer, para que no se produzca indefensión y se haga efectiva la aplicación del principio de presunción de inocencia. 

Debemos distinguir el procedimiento sancionador del procedimiento de restauración de la legalidad urbanística.

A este respecto, el Tribunal Supremo, en numerosas Sentencias, ha considerado que el Derecho Administrativo sancionador debía someterse a los principios básicos del Derecho penal, por tanto, la potestad sancionadora de las Administraciones Públicas tiene un claro componente penal. Así, la jurisprudencia del Tribunal Superior de Justicia de Valencia, de 16 de mayo de 1997 señala que:

“Los principios penales son aplicables al campo de la Administración y ello no sólo en los aspectos jurídico-materiales o substantivos, sino también el campo objetivo de lo estrictamente procedimental. De aquí la inexcusable vigencia en este campo de la presunción de inocencia que proclama el artículo 24 de la C.E. y la rigurosa observancia del principio de defensa. De esta forma, la sanción impuesta carecerá por completo de cobertura legal, cuando no se posibilitan los medios conducentes a desvirtuar los hechos imputados o no se prueban los hechos que configuran la conducta ilegal sancionable. Estos principios, que constituyen la raíz del procedimiento sancionador, son operativos desde el primer momento. Su omisión, tanto en lo que se refiere al tramite de audiencia, como en lo que afecta a la inversión de la presunción de inocencia, determina necesariamente la nulidad del acto administrativo dictado...”.

Según Sánchez Goyanes
 “los principios inspiradores del Derecho Penal son aplicables al ejercicio de la potestad administrativa sancionadora, porque las contravenciones administrativas (...) se integran en el supraconcepto del ilícito, cuya unidad sustancial es compatible con la existencia de diversas manifestaciones fenoménicas, entre las cuales se encuentran tanto el ilícito administrativo como el penal.

Por ello, ambos ilícitos exigen un comportamiento humano, positivo o negativo, una antijuricidad, la culpabilidad, el resultado potencial o actualmente dañoso y la relación causal entre éste y la acción(...). Por tanto, resulta claro que las directrices estructurales del ilícito tienden, también, en el ámbito administrativo, a conseguir la individualización de la responsabilidad y vedan simétricamente cualquier veleidad de crear una responsabilidad objetiva o basada en la simple relación de una cosa, a título de propiedad o posesión, como consecuencia de su dimensión personal”.

 Los principios de la potestad sancionadora son objeto de regulación en la LRJPAC. Son  los siguientes:

· Principio de legalidad:

Se encuentra recogido en el art. 127 de la LRJPAC. 

El artículo señala lo siguiente: “ la potestad sancionadora de las Administraciones Públicas, reconocida por la Constitución, se ejercerá cuando haya sido expresamente atribuida por una norma con rango de Ley, con aplicación del procedimiento previsto para su ejercicio y de acuerdo con lo establecido en este Título”

Implica que la potestad sancionadora de las Administraciones Públicas ha de ser necesariamente atribuida por la Ley, pero no especifica a qué tipo de Administración se refiere. En todo caso, el precepto es muy claro, al establecer  que las infracciones tienen que estar tipificadas en la Ley como tales para poder ser sancionadas.  

Según la STS de 20 de enero de 1997 (Arz. 535): 

“el principio de legalidad no somete al ordenamiento sancionador administrativo solo a la reserva de la ley, sino que conlleva una garantía de orden material y de alcance absoluto que se traduce en la imperiosa exigencia de predeterminación normativa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes, de manera que la norma punitiva aplicable permita predecir, con suficiente grado de certeza, las conductas que constituyen la infracción, el tipo y el grado de sanción”

· Principio de irretroactividad:

Se consagra en el art. 128 de la LRJPAC.

Señala el párrafo primero del mismo “que serán de aplicación las disposiciones sancionadoras vigentes en el momento de producirse los hechos que constituyan infracción administrativa”.

Sin embargo, en el párrafo segundo del mismo se establece que  “las disposiciones sancionadoras producirán efecto retroactivo en cuanto favorezcan a presunto infractor”.

La STSJ de Andalucía de 15 de septiembre de 1997 (Sala de Granada), siendo ponente D. José A. Santandreu Romero, anula parcialmente una sanción impuesta bajo la cobertura del TRLS de 1976 (en la que la sanción se calcula sobre el valor de la obra proyectada), decidiendo la aplicación del TRLS de 1992 (en el que la sanción se calcula sobre el valor de la obra efectivamente realizada) al ser ésta más beneficiosa para el infractor.

· Principio de tipicidad:

Se recoge en el art. 129 de la LRJPAC.

La conducta, mediante acción u omisión, debe estar tipificada en la ley como tal, sino no existe infracción administrativa.

A este respecto señala la STS de 10 de noviembre de 1986 (Arz.6647) lo siguiente:

“ La tipificación normativa previa de conductas sancionables ha de realizarse a través de igual mecanismo legal, sin que sean suficientes amplias y vagas remisiones abstractas mediante definiciones carentes de toda precisión”.

· Principio de culpabilidad:

Está previsto en el art. 130 de la LRJPAC.

Sólo podrá ser sancionada la persona que resulte responsable del ilícito, por tanto, es obligatorio probar la responsabilidad de la persona física o jurídica, de tal forma que si existiese dolo,  culpa o  negligencia por parte del presunto infractor, la Administración queda eximida  del deber de indemnizar.

 
El TRLS de 1976 distingue, a estos efectos, dos supuestos:

- Si las obras se ejecutaron sin licencia, y son sancionables, se consideran personas responsables el promotor, el responsable de las obras o constructor y el técnico director de las mismas.

- Si las obras que constituyen infracción cuentan con licencia se considerarán responsables el funcionario facultativo que informó favorablemente la concesión de licencia y los miembros de la corporación que la adoptaron.

En lo que se refiere a la aplicación del principio a las personas jurídicas, como es sabido, éstas no pueden delinquir, en virtud del principio “societas delinquere non potest”, pero sí responden las personas físicas que actúan como los agentes o empleados.

· Principio de proporcionalidad:

Se encuentra recogido en el art. 131 de la LRJPAC.

En este principio está la razón de ser de la clasificación de las infracciones en muy graves, graves o leves. La clave está en el  segundo párrafo del mismo, que señala que  “el establecimiento de sanciones pecuniarias debe prever que la comisión de las infracciones tipificadas no resulte más beneficioso para el infractor que el cumplimento de las normas infringidas”.

Tiene que haber proporción entre la sanción y la comisión de la infracción urbanística.

· Principio de presunción de inocencia:

Es un principio a través del cual se hace realidad la tutela judicial efectiva contemplada en el artículo 24 de la C.E.

Hasta que a través de pruebas objetivas concluyentes se verifique la posible culpabilidad del imputado se desplaza la carga de la prueba a la acusación.

· Principio de “non bis in idem”:

Dice la STC de 30 de enero de 1981:

“El principio general del Derecho, conocido por non bis in idem, supone, en una de sus más conocidas manifestaciones, que no recaiga duplicidad de sanciones, (administrativa y penal) en los casos en que se aprecie la identidad del sujeto, medio y fundamento sin existencia de una relación de supremacía especial de la Administración (relación de funcionario, servicio público, concesión, etc.,)  que justificase el ejercicio del ius puniendi por los Tribunales y, a su vez, de la potestad sancionadora de la Administración”.

El art. 274 TRLS de 1992 es muy claro al respecto, cuando establece que: 

“ cuando con ocasión de los expedientes administrativos que se instruyan por infracción urbanística aparezcan indicios del carácter de delito o falta del propio hecho que motivó su incoación, el órgano competente para imponer la sanción lo pondrá en conocimiento del Ministerio Fiscal, a los efectos de exigir las responsabilidades en que hayan podido incurrir los infractores, absteniéndose aquél de proseguir el procedimiento sancionador mientras la autoridad judicial no se haya pronunciado. La sanción penal excluirá la sanción administrativa sin perjuicio de la adopción de medidas de reposición a la situación anterior a la comisión de la infracción”.

Este principio implica que es imposible que unos mismos hechos puedan simultáneamente ser objeto de una pena y una sanción administrativa.

· Las infracciones urbanísticas en la legislación gallega.

· Concepto:

Establecen  los arts. 181 de la LSG y el 69 de RDUG que “son infracciones urbanísticas las acciones y omisiones que vulneren las prescripciones contenidas en la legislación y el planeamiento urbanístico, tipificadas y sancionadas en aquella”.

De acuerdo con el art.181.2  cualquier infracción urbanística implica, de un lado, la imposición  de sanciones a las personas responsables, de otro, que éstas deben cumplir con la obligación de resarcimiento de los daños e indemnización de los perjuicios a las personas afectadas.

-      Tipificación de las infracciones:

Por su parte, el art. 70 del RDUG y el 182 LSG  hacen la siguiente clasificación de infracciones urbanísticas:

· Muy graves:

Son infracciones muy graves las acciones y omisiones que constituyen incumplimiento manifiesto da las normas relativas al uso y edificación que afecten a zonas verdes, espacios libres, dotaciones, equipamientos o suelo rústico especialmente protegidos. También constituyen infracciones de este tipo las parcelaciones en suelo rústico y la puesta en funcionamiento de todas aquellas obras de urbanización sin estar previamente aprobado el planeamiento y proyecto de urbanización exigido.

· Graves:

Acciones y omisiones que constituyan incumplimiento de normas relativas a parcelaciones, aprovechamiento urbanístico, uso del suelo, altura, volumen, situación de las edificaciones y ocupación permitida de la superficie de la parcela, salvo que se demuestre la escasa entidad del daño producido.

· Leves:

Son aquellas que no merecen la calificación de graves o muy graves. En todo caso, son infracciones leves la ejecución de obras realizadas sin licencia u orden de ejecución cuando sean legalizables.

-     Prescripción: 

Esta clasificación tripartita de las infracciones tiene importancia, no sólo a efectos de la graduación de la cuantía de las sanciones, sino también en relación a la prescripción de las mismas.

En este sentido el art. 183 de la LSG  señala que “ las infracciones urbanísticas muy graves prescribirán a los seis años, las graves a los cuatro años y las leves al año, a contar desde la finalización de las obras o de la actividad”.

Además, según lo dispuesto en los arts. 104 y 105 del RDUG, relativos al cómputo del plazo de prescripción en los casos de infracciones derivadas de una actividad continuada, la fecha inicial del cómputo será la de la finalización de la actividad o de la del último acto con que la infracción se consuma.

No debemos olvidar que existen algunas infracciones sometidas a un  régimen especial de prescripción, son los supuestos de los arts. 180 de la LSG y 67 del RDUG. En estos casos se excepciona cualquier limitación de plazo para reaccionar contra los mismos, nunca  caduca la acción municipal de restauración del orden urbanístico infringido.

- Personas responsables:

La determinación de las personas responsables de una infracción urbanística depende del criterio de según se trate de obras sin licencia o amparadas en una licencia que suponga una infracción grave o muy grave.

En el primero de los supuestos (art.184.1 LSG) son responsables las personas físicas o jurídicas que intervengan en calidad de promotor, el empresario de las obras y técnico director.

En el segundo supuesto (art.184.2 LSG), serán sancionados el facultativo que informase favorablemente el proyecto y las autoridades o miembros de la corporación que resolviesen o votasen a favor del otorgamiento de la licencia.

En cuanto  a la responsabilidad de las personas jurídicas, en este supuesto, responderán los agentes que actúan en nombre de estas (art. 73. RDUG):

· Promotor:

De acuerdo con el art. 9.1 de la Ley 38/99 de 5 de Noviembre, (en adelante LOE): 

“será considerado promotor cualquier persona física o jurídica, pública o privada, que individual o colectivamente decide impulsar, programar y financiar, con recursos propios o ajenos, las obras de edificación para sí o para su posterior enajenación, entrega o cesión a terceros bajo cualquier título”.

· Empresario de las obras:

Engloba al constructor de la obra (ejecutor material de las obras). El art. 11.1 de la LOE señala que “el constructor es el agente que asume, contractualmente ante el promotor, el compromiso de ejecutar con medios humanos y materiales, propios o ajenos, las obras o parte de las mismas con sujeción al proyecto y al contrato”.

· Técnico director de las obras:

De acuerdo con el art. 12.1 de la LOE: 

“el director de obra es el agente que, formando parte de la dirección facultativa, dirige el desarrollo  de la obra en los aspectos técnicos, estéticos, urbanísticos y medioambientales, de conformidad con el proyecto que la define, la licencia de edificación y demás autorizaciones preceptivas y las condiciones del contrato, con el objeto de asegurar su adecuación al fin propuesto”.

El concepto general de “personas responsables” engloba igualmente a las Administraciones públicas, tal y como se establece  en la STS de 29 de abril de 1996, al señalar que “ los particulares, y también la Administración, están absolutamente obligados al cumplimiento de las disposiciones  sobre ordenación urbana contenidos en el TRLS y en los Planes y Ordenanzas aprobadas y publicadas legalmente...”.

En el supuesto de que se produzca una infracción por parte de una Administración los actos serán declarados nulos y las omisiones subsanadas.

- Reglas para determinar la cuantía  de las sanciones:

Una vez que se han determinado las  personas responsables, éstas serán sancionadas de la forma siguiente (art. 185.1 de la LSG):

- Las infracciones leves, con multa de hasta el 5% del valor de la obra, instalación o actuación realizada.

- Las infracciones graves, con multa de hasta el 30% del valor de la obra, terrenos, exceso de edificación o actuación realizada.

- Las infracciones muy graves, con multa de hasta el 50% del valor de la obra, terreno, edificación o actuación realizada.

El art.185.2 de la LSG  establece que para graduar las multas se atenderá fundamentalmente a la gravedad de la materia, a la entidad económica de los hechos constitutivos de infracción, a su reiteración por parte de la persona responsable y al grado de culpabilidad de cada uno de los infractores.  

Señala asimismo que existen determinadas circunstancias para poder valorar la gravedad de los hechos, que son modificativas de la responsabilidad administrativa en función de las que concurran:

Son circunstancias agravantes (art. 79.2 RDUG):

- El haberse prevalido de una determinada posición en la Administración pública.

- Utilizar medios coercitivos o incluso el soborno sobre los funcionarios correspondientes.

- Haber cometido falsificación material o formal en los documentos que sirven de base a la legitimación de la actuación.

- Aprovecharse de grave necesidad pública o del particular perjudicado.

- Incumplir los requerimientos efectuados por la Administración en orden a las actuaciones tendentes a la reposición de la legislación urbanística.

Son, en cambio, atenuantes (art. 79.3 RDUG):

- No haber tenido intención de causar un daño de la gravedad del resultante.

- Haber procedido a mitigar el daño antes de iniciarse el procedimiento sancionador.

 Por último, son circunstancias ambivalentes (art. 79.4 RDUG):

- El grado de conocimiento técnico de los intervinientes.

- El montante del beneficio económico perseguido.

- La magnitud física del daño producido.

- El grado de dificultad técnica para devolver el terreno a su estado inicial.

Las sanciones urbanísticas. 

-     Reglas para la imposición de las sanciones:

En el RDUG encontramos algunas reglas para la imposición de las sanciones:

-    Carácter independiente:

Prescribe  el artículo 74 del RDUG que “las sanciones que se impongan a los distintos sujetos por una misma infracción tendrán entre sí carácter independiente”. 

Es decir, la responsabilidad que surge  por la infracción urbanística no es solidaria, puesto que aquí rige el principio de personalización de la responsabilidad y de la sanción correlativa, inspirador de todo nuestro Derecho punitivo. Este precepto, sin embargo, no se plantea el hecho 

de que los distintos grupos de posibles sancionados enumerados en el art.184 (o alguno de ellos singularmente) esté integrado por dos o más personas, supuesto en el cual la jurisprudencia aboga por una interpretación restrictiva, no expansiva, aun cuando la finalidad  de tal precepto sea, claramente, “evitar que se imponga una sola sanción” al conjunto de distintos grupos intervinientes.
 

-    Infracciones conexas:

Señala el art. 75 del RDUG que “en los supuestos en los que se instruyese expediente sancionador por dos o más infracciones tipificadas entre las que exista conexión de causa y efecto, se les impondrá una sola sanción, y será la correspondiente a las actuaciones  que supongan el resultado final perseguido, en su cuantía máxima. En los demás casos, a los responsables de dos o más infracciones urbanísticas se les impondrá las sanciones correspondientes a cada una de ellas.”

· Graduación de las multas:
 Señala el art. 185. 3 de la LSG que “cuando en el hecho concurra alguna circunstancia agravante, la sanción se impondrá siempre en su cuantía máxima. Si concurriese alguna circunstancia atenuante, la sanción se impondrá en su cuantía mínima”. 

De acuerdo con el art. 72.4 de RDUG, “los que, como consecuencia de una infracción urbanística, sufriesen daños y perjuicios podrán exigir de cualquiera de los infractores, con carácter solidario, el resarcimiento e indemnización correspondiente”.

Es decir, quien haya sufrido una lesión patrimonial tiene derecho a que se le indemnice.

Por otro lado, el párrafo cuarto del mismo artículo hace referencia a una prohibición expresa, que es la del beneficio económico para el infractor, recalcando que cabe elevar la cuantía de la multa hasta alcanzar el montante del mismo.
- Órganos competentes para imponer las sanciones:
De acuerdo con el  art. 186  de la LSG los órganos competentes para imponer las sanciones son:

· Por faltas muy graves, de cuantía superior a 100.000.000 de pesetas, es competente el Consello de la Xunta de Galicia.

· Por faltas muy graves, hasta 100.000.000 de pesetas, el Conselleiro de Política Territorial, Obras Públicas y Vivienda.

· Por faltas graves y leves, el Alcalde. 

- El procedimiento sancionador:

Se encuentra regulado en los arts. 187 de la LSG y 81.1 del RDUG. 

Prescribe el art. 187 de la LSG:

1.- La potestad sancionadora se ejercerá mediante el procedimiento establecido en la legislación del procedimiento administrativo.

2.- El plazo para resolver el procedimiento sancionador será de seis meses, a contar desde la fecha de su iniciación, ampliable, como máximo, por otros seis meses, mediante acuerdo adoptado por el órgano competente para iniciar el procedimiento. Contra este acto de ampliación no habrá lugar a recurso alguno.

Transcurrido el plazo máximo para resolver, sin que se dictase resolución, se entenderá caducado el procedimiento. En el supuesto de que la infracción no hubiera prescrito, deberá iniciarse un nuevo procedimiento sancionador.

Siguiendo el esquema propuesto por Sánchez Goyanes
, las fases del expediente sancionador son:

· Iniciación:

Comprende la constatación de los hechos por diversos medios; eventualmente, la realización de actuaciones previas (constatación sobre los hechos, sus autores y sus circunstancias); y la iniciación propiamente dicha mediante la adopción del pertinente acuerdo (con el contenido mínimo del art.13 RPS), seguida o no de medidas de carácter provisional (cautelares).

Los arts. 114-118 RDUG regulan el procedimiento de información previa a cargo de los servicios de inspección urbanística para cuando se tenga conocimiento de hechos que puedan constituir infracción, procedimiento que desemboca, precisamente en la propuesta de resolución dirigida al Alcalde para que incoe el procedimiento de restauración de la legalidad urbanística y, en su caso, del sancionador, cuando se detectare indicios suficientes para ello, o en la propuesta dirigida al Conselleiro -cuando la inspección fuera de la Comunidad Autónoma -bien para que requiera a la Corporación local correspondiente bien para que se suspenda la actuación constatada y se incoe el procedimiento antes señalado - en este caso, sólo cuando estén en juego los valores protegidos por el art.180 LSG-. 

En este acto –la incoación del procedimiento propiamente dicho- se considera de trámite y aunque eventualmente se admita  el recurso contencioso-administrativo interpuesto contra él no es susceptible de suspensión en la vía jurisdiccional de acuerdo con la jurisprudencia al respecto (ATS de 28 de mayo de 1996, Arz. 4581).

· Instrucción:

Incluye (sin perjuicio de un eventual incidente de recusación) las actuaciones del Instructor para la comprobación de los hechos; las alegaciones, aportaciones y proposición de pruebas por los interesados; la eventual práctica de éstas de oficio por el Instructor; y la propuesta de resolución, motivada (con los hechos probados, la exacta calificación jurídica, la designación de los responsables, la especificación de la sanción, art. 18 RPS; y, si se basa en pruebas practicadas, con la valoración de éstas, art.17.6 RPS); culminando con el trámite de audiencia a los interesados (notificado con la relación de los documentos obrantes, entre otros extremos) y la subsiguiente concesión de plazo para alegaciones (salvo que no figurasen otras alegaciones ni pruebas que las del propio interesado).

- Resolución:

Se centra en la adopción de la resolución que pone fin al procedimiento, si bien puede ir precedida de medidas complementarias (cuya adopción se anunciaría a los interesados para alegaciones); dicha resolución final debe decidir todas las cuestiones planteadas, exponer los 

hechos que se estiman acreditados, efectuar la valoración de las pruebas practicadas, etc. Puede incluir no sólo la sanción en sentido estricto, sino también la fijación de la indemnización de daños y perjuicios que eventualmente corresponda (art.22 RPS).

· Ejecución:

Comprende la notificación de la resolución a los interesados con expresión de los recursos procedentes; la ejecutividad de la misma en el caso en que ponga fin a la vía administrativa (como es lo usual en este terreno); y, eventualmente, la ejecución subsidiaria por la propia Administración , previo apercibimiento al obligado u obligados (arts. 93 a 101 LRJPAC).

 Debe tenerse en cuenta que, si transcurren seis meses desde la iniciación antes de dictarse la resolución (salvo la posible ampliación del plazo por las causas tasadas legalmente), se inicia el cómputo del plazo de caducidad de treinta días (art.43.2 LRJPAC); transcurridos los cuales sin emitirse aquella, se entenderá caducado el procedimiento (art.187.2 LSG).

La jurisprudencia equipara, en ocasiones excepcionales, la ausencia de determinados trámites al vicio de “ haber prescindido del procedimiento establecido”; así, en el caso de sanción por el Alcalde sin haberse formulado antes propuesta de resolución por el Instructor ni haber dado la correlativa audiencia al presunto infractor (STS de 9 de mayo de 1995, Ar.3791). Pero, en estos casos, lo decisivo es que se haya causado efectiva indefensión al afectado.

7.- BREVE REFERENCIA A LA INSPECCIÓN URBANÍSTICA:

· Introducción:

El ajuste de la actividad urbanística a las previsiones del planeamiento requiere de un “aparato” estable dotado de órganos inspectores y capaces de descubrir las vulneraciones para actuar contra ellas. Esto no se puede lograr sólo con simples prescripciones normativas  y sancionadoras, sino que es necesario, para combatir el fenómeno de la indisciplina, que estos órganos sean eficaces y seguros. 

Esta idea constituye una constante en nuestros días, pero  la realidad es que la LSG no ha previsto en ningún precepto estructura orgánica específica y propia de esta tarea. Ha tenido que ser el RDUG (Título V, arts. 107-128) quien haya llenado este vacío normativo, por ello, nos remitimos a lo establecido en el mismo para abordar estas cuestiones. 

· Concepto y contenido de la Inspección Urbanística:

De acuerdo con el  art. 107 del RDUG “la inspección  urbanística es la actividad que los órganos administrativos competentes en materia de edificación y uso del suelo deberán realizar con la finalidad de comprobar que una y otra se ajustan a las especificaciones del ordenamiento urbanístico”. 

A estos efectos, corresponde a la Inspección Urbanística: 

· Vigilar y controlar la actuación de todos los implicados en el proceso constructivo y de utilización del suelo e informarlos y asesorarlos sobre los aspectos legales relativos a la actividad inspeccionada. 

· Constatar y denunciar todas las anomalías que se observen.

· Informar sobre la adopción de medidas cautelares, correctivas y sancionadoras que se juzgan convenientes para el mantenimiento  de la disciplina urbanística.

· Cualquier otra función asesora, inspectora  y de control urbanístico que le sea encomendada por la autoridad de que dependa. 

Del contenido de estos dos artículos deducimos que se trata más de una función de asesoramiento que estrictamente inspectora. 

Se pretende con esto concienciar a los ciudadanos para que no vulneren el ordenamiento urbanístico informándoles sobre la adopción de las medidas pertinentes en caso de que se produzca la infracción. 

En cuanto a las funciones, cabe señalar que éstas no constituyen una lista cerrada, sino que se les podrá atribuir todas aquellas necesarias para el mantenimiento y respeto al ordenamiento urbanístico. 

· Órganos competentes:

 De acuerdo con el art. 108 del RDUG se atribuye la competencia para el desarrollo de la función de inspección tanto a los Ayuntamientos como a la Administración Autonómica. 

El artículo 109 señala que “el Alcalde ejercerá la inspección de las parcelaciones, obras, usos e instalaciones que se realicen en el término municipal”, con lo cual quedan claramente delimitadas las competencias de éste. 

Por su parte, en el párrafo segundo del artículo 110 se establecen las competencias de la C.A., señalando que las funciones serán ejercidas por funcionarios de la Consellería de Política Territorial, Obras Públicas y Vivienda dependientes de la Dirección General de Urbanismo. 

Sus funciones se reducen a la tarea global de “ejercer el control de la legalidad sobre la actividad urbanística”. 

Se prevé asimismo que estos órganos puedan requerir a las entidades locales para que cumplan las obligaciones que les competen, en el caso de incumplimiento por parte de éstas. 

- Configuración de la inspección urbanística de la Comunidad Autónoma.

El personal al servicio de esta función tendrá la consideración de “agente de la autoridad”, y estará capacitado “para requerir y examinar toda clase de documentos relativos al planeamiento para comprobar la adecuación de los actos de edificación y uso del suelo a la normativa urbanística aplicable”.

Dispone el art. 111.3 del RDUG que los agentes tendrán libre acceso a los edificios o locales donde se realicen las obras objeto de la inspección. 

Sin embargo, esto puede plantear problemas y los órganos deberán ser extremadamente delicados en este sentido, ya que no podemos olvidar la existencia del derecho fundamental a la intimidad y a la vida privada, consagrado en el artículo 18.1 de la CE. 

Con lo cual, parece que este derecho puede tener limitaciones en esta materia, porque la inspección es una función pública y los órganos  pueden actuar de oficio si tienen fundadas sospechas de  un acto urbanístico que no se ajusta a la normativa vigente. 

Señala, por último, el art. 112 del RDUG que las actas levantadas por los agentes se presumen como ciertas y tienen valor probatorio de los hechos que reflejan. 

- Procedimiento de actuación:

Las actas de inspección (art.112 del RDUG), con los hechos que en ellas se reflejan, son un elemento fundamental en el procedimiento.

El RDUG es minucioso a la hora de recoger los datos que deben contener las mismas (art.113.1).

La inspección puede actuar, bien de oficio, o a instancia de persona interesada o de otros órganos, advirtiendo el art. 115 del RDUG que sea cual fuere la forma de incoarse la inspección, en todo caso se procederá a la apertura de un periodo de información previa. 

El art. 116 del RDUG recoge los extremos que debe contener la información, con inclusión de las personas que pudieran ser responsables, determinación de figura de planeamiento...     

Se prevé, asimismo, para el caso de inspecciones de la C.A., un sistema de colaboración del Ayuntamiento con ésta, así la C.A. en cuestión podrá conocer la situación actual del planeamiento, el tipo de obra de que se trate, si el presunto infractor posee o no licencia ... 

El resultado de la información previa debe ser comunicado a las partes intervinientes en el proceso, especialmente al denunciante. 

De acuerdo con el art. 117 del RDUG “concluída la información previa, cuando la inspección urbanística actuante fuese la municipal, formulará propuesta de resolución al alcalde, en alguno de los siguientes sentidos:

· Archivo de las actuaciones, cuando de los datos obrantes se deduzca que no existe infracción de la legalidad urbanística.

· Remisión de todo lo actuado a la C.A. ( caso de infracción prevista en el art.180 de la LSG).

· Incoación del procedimiento de reposición de la legalidad urbanística y, en su caso, del procedimiento sancionador”.

Por su parte, el art. 118.1 señala, para el caso de que la inspección fuera por parte de la C.A.,  que finalizado el trámite de información previa deberá formular propuesta de resolución al órgano competente, en varios sentidos: 

· Archivo de  las actuaciones si no se aprecia infracción de la legalidad urbanística (con independencia, claro está, de que pueda abrirse el expediente sancionador correspondiente).   

-    Requerimiento  a la entidad local a fin de que cumpla sus obligaciones en el caso de que no hubiera adoptado las medidas pertinentes.

-     En los supuestos de infracción contemplados en el art.180 de la LSG, distingue según se trate de obras sin licencia que estén  en curso de ejecución o terminadas. En ambos casos se actuará de conformidad con lo dispuesto en los arts.58.1 y 2 del RDUG. Se incoará igualmente el correspondiente expediente sancionador.

Añade, por último, el art. 118.2 del RDUG que “en todo caso, cuando de la información previa se deduzcan indicios del ilícito penal en el hecho que motivó las actuaciones, la inspección urbanística propondrá al órgano competente que tal circunstancia sea puesta en conocimiento del Ministerio Fiscal a los efectos de la exigencia de las responsabilidades de aquella naturaleza en la que pudiesen incurrir los infractores”.

8.- CONCLUSIONES;  REGULACIÓN DE LA DISCIPLINA URBANÍSTICA EN  EL ANTEPROYECTO DE LEY DE RÉGIMEN DEL SUELO Y PROTECCIÓN DEL MEDIO RURAL DE GALICIA.

 
La línea de trabajo que se ha seguido a lo largo de estas páginas ha sido la de realizar una recopilación de datos y de Jurisprudencia lo más detallada posible en torno a la Disciplina urbanística en Galicia, para poder llegar a una serie de conclusiones prácticas a las que se hará referencia en este apartado. No podemos olvidar que  se acerca la aprobación final de una nueva Ley para nuestra Comunidad, es por ello fundamentalmente por lo que se ha decidido incluir en este análisis final una referencia a las novedades más interesantes que la misma  introduce en relación a esta materia. Por lo tanto, y dicho todo esto, este epígrafe se va a  estructurar en dos partes claramente diferenciadas:

De un lado, se extraerán una serie de reflexiones acerca de la regulación de este fenómeno (de indisciplina, como es obvio) en la Ley actual ( Ley 1/1997 de 24 de marzo).

De otro, necesariamente vinculado a lo anterior, se recalcarán determinados aspectos considerados como novedosos en torno a esta materia, recogidos en la nueva Ley.

El análisis de uno y otro nos proporcionarán una visión mucho más completa de lo que significa la Disciplina urbanística en Galicia, qué fenómenos han cambiado con la nueva Ley, cuáles se mantienen, etc. 

Empezando por esta última idea, cabe señalar que el Anteproyecto de Ley de Régimen de Suelo y Protección del Medio Rural de Galicia, aún en trámite parlamentario, regula la Disciplina urbanística en el Título VI y VII,  no siendo pocas las novedades que introduce en relación a esta materia. He creído oportuno destacar las siguientes: 

-  En lo que se refiere al deber de conservación y ruina, concretamente en el art. 170.2 de la Ley actual se dice que “ en caso de incumplimiento de la orden de ejecución de obras, la Administración municipal procederá a la ejecución subsidiaria de la misma o la ejecución forzosa mediante la imposición de multas coercitivas de 50.000 a 500.000 pesetas, reiterables hasta lograr la ejecución de las obras”. Pues bien, la nueva Ley (art.201.4) eleva la cuantía de las multas, de 300 a 6000 euros. 

- Se realizarán inspecciones periódicas para garantizar el cumplimiento de las directrices establecidas en la ley. Por ello, la nueva Ley hace referencia en uno de sus artículos (art.211) a la Inspección Urbanística. Hay que recordar que en la Ley actual existe un vacío normativo en torno a esto, únicamente regulado en el RDUG. La nueva Ley es muy parecida en su redacción al articulado del Reglamento. El artículo se estructura en cuatro párrafos, que hacen referencia al concepto de Inspección urbanística, a la consideración que tiene el personal adscrito a esa función y a sus cometidos más relevantes. Por último, señala que los hechos verificados por los inspectores gozan de  presunción de veracidad.

· En el caso de las obras realizadas sin licencia, que estén en curso de ejecución (art.175 de la Ley actual) se dispone que, acordada la suspensión, los Alcaldes podrán ordenar el precintado de las obras y la retirada de materiales y maquinaria, cuando el interesado no lo hiciera en el plazo de veinticuatro horas siguientes a la notificación del acuerdo de suspensión. Se establece también que el plazo para legalizar las obras es de dos meses y transcurrido este sin haber solicitado la oportuna licencia se ordenará la demolición de las mismas. En caso de incumplimiento de la orden de demolición se impondrán multas de entre 50.000 a 500.000 pesetas.

Pues bien, la nueva Ley (art.212) amplía el plazo para legalizar las obras a tres meses, prorrogables por otros tres a petición del propietario. Este procedimiento de legalización de las obras deberá resolverse en el plazo de un año a contar desde la fecha del acuerdo de iniciación. Por último, la nueva Ley impone multas (en la fase de ejecución forzosa) de entre 1.000 a 10.000 euros, hasta lograr la paralización de las obras.

- En el supuesto de obras sin licencia, pero terminadas (art.176 de la Ley actual), se dispone que  el Alcalde, en el plazo de cuatro años, desde la total terminación de las obras, incoará expediente de reposición de la legalidad. La nueva Ley (art.213) dice que los dueños de construcciones sin licencia que estén terminadas tendrán un plazo de seis años para ajustarse a la 

ley, por lo tanto, se amplía considerablemente el plazo. Además se introduce como novedad el siguiente párrafo:

“ Transcurrido el plazo de seis años para la adopción de las medidas de restauración de la legalidad urbanística, no se podrán realizar otras obras que las pequeñas reparaciones exigidas por razones de seguridad e higiene y en ningún caso las de consolidación, aumento de valor o modernización, ni cambio del uso existente, excepto las necesarias para la adecuación a la legalidad urbanística vigente”.

-  En lo que se refiere al supuesto de otros actos sin licencia (art.177 de la Ley actual), el plazo para solicitar licencia es de dos meses. La nueva Ley (art.214.3) amplía el plazo un mes más, con lo que el interesado dispone de  tres meses para solicitar la consiguiente licencia.

-  Se introduce como novedad un párrafo en lo relativo a la suspensión de licencias (art.178 de la Ley actual). El correspondiente artículo (215 de la nueva Ley) señala en su apartado segundo que “(...) las licencias u órdenes de ejecución contrarias al ordenamiento urbanístico deberán ser revisadas a través de alguno de los procedimientos de revisión de oficio contemplados en los artículos 102 y 103 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las Administraciones públicas o del procedimiento administrativo común, o por el procedimiento del artículo 127 de la Ley de la jurisdicción contencioso-administrativa”.

· La nueva Ley recoge dos previsiones, la primera de ellas  no contenida en  la actual. Son las reflejadas en los arts. 217 y 218: 

El primero de ellos hace referencia a la protección de la legalidad en suelo rústico, señalando que  el Conselleiro competente en materia de urbanismo y ordenación del territorio adoptará las medidas que estime pertinentes en orden a la protección de la legalidad respectos de obras y actividades que tengan lugar en cualquier categoría de suelo rústico. Se prevé igualmente que el Alcalde del término municipal en que tenga lugar la hipotética infracción ordene la paralización de las obras, dando cuenta de forma inmediata al Conselleiro.

El segundo se refiere a la subrogación, que  sí recoge la Ley actual, señalando que el Conselleiro de urbanismo y ordenación del territorio podrá subrogarse en el ejercicio de las competencias municipales, en el caso de incumplimiento de las mismas por parte del Alcalde. 

· En  cuanto a las medidas sancionadoras, hay que destacar que la nueva Ley endurece la cuantía de las  multas. 

La Ley actual señala en su art. 185.1 que las infracciones leves serán sancionadas con multa de hasta el 5% del valor de la obra, instalación o actuación realizada; las graves con multa de hasta el 30% y las muy graves con multa de hasta el 50%.
La nueva Ley (art.223.1) impone en las infracciones leves multas que  pueden oscilar entre los 300 a 6.000 euros y como mínimo un 2% del valor de la obra; en las  graves se establecen multas de entre 6.001 a 100.000 euros y un mínimo del 15% del coste de la obra, y , por último, en  las  muy graves las multas pueden variar entre los 100.001 a 1.500.000 euros con el mínimo de hasta el 25% del valor de la obra. 

Las infracciones cometidas en suelo rústico son competencia del Director General de Urbanismo, mientras que en los demás supuestos será el Alcalde el encargado de establecer las multas.

· Otra de las novedades que recoge la nueva Ley (art.229) es la creación de la “Agencia de Protección de la Legalidad Urbanística”. 

Se trata de un consorcio público formado por la Xunta de Galicia y por los municipios que opten por transferir competencias sancionadoras a este órgano.

Los municipios y la Agencia serán competentes para incoar, instruir y resolver los procedimientos de reposición de la legalidad y los procedimientos sancionadores. La incoación acordada por una de las Administraciones deberá ser notificada a la otra. Si resultase que ambas incoasen el procedimiento, la Agencia se abstendrá de continuar, archivando las actuaciones.   

Estos son sólo algunos de los aspectos que he creído preciso mencionar, pero la realidad es que el  fenómeno de indisciplina urbanística  es cada vez más evidente en nuestros días. 

SÍNTESIS

El Ayuntamiento de Vigo incrementó notablemente las inspecciones urbanísticas y los expedientes sancionadores de este tipo porque, según diferentes fuentes consultadas, las sanciones urbanísticas se triplicaron en los últimos años. El pasado año se impusieron de media sanciones por valor de 30. 721.511 pesetas, cuando  en  el periodo de 1997-2000 fue de 10.755.025 pesetas, con lo cual  se aprecia un aumento más que considerable y que en cualquier caso empieza a ser preocupante. Pero aún hay datos más alarmantes, el año pasado el Ayuntamiento sólo cobró una de cada diez multas, en tan sólo nueve meses las multas alcanzaron un total de 32.611.656 pesetas y se han cobrado de manera efectiva 21.962.952 pesetas.

Analizados cerca de 1.000 expedientes por infracciones  urbanísticas, de entre otros  tantos miles que se han incoado, se pueden extraer los siguientes datos:

- La mayoría de las infracciones se suelen cometer en el rural,  solamente se han analizado 138 expedientes por infracciones en el centro de la ciudad. 

Del estudio de estos 138 extraemos algunos datos,  como que la inmensa mayoría de las infracciones se cometen en viviendas unifamiliares, suelen ser obras nuevas, fundamentalmente de añadido  de planta. Se consideran  obras no legalizables porque la edificación se encuentra fuera de ordenación, normalmente por altura, edificabilidad y alineación. 

- Pero como se ha dicho, la mayor parte de las infracciones se cometen en el rural (casi el 80-85% de las mismas), fundamentalmente se trata de infracciones en  viviendas unifamiliares, suelen ser obras nuevas de ampliación, de superficie y de añadido de planta (ampliación de bajo cubierta). En estos casos hay mucho planeamiento secundario sin desarrollar (P.E.R.I. y P.M.M.R.) e incumplimiento de superficie mínima y retranqueos.

Puede darse también el caso de que una misma persona tenga incoados varios expedientes a la vez, o que haya cometido varias infracciones, por ejemplo, en una vivienda unifamiliar ampliación de superficie en planta y la creación de un galpón en su terreno sin tener licencia para ello. 

El panorama, pues, no es demasiado esperanzador, pero tiempo habrá de comprobar si se ha logrado mejorar algo en este sentido o, si por el contrario, seguiremos viviendo bajo la imposición de nuestros propios criterios e intereses, y en ciudades incómodas e inhabitables.       Espero que esta tesina sea del agrado de todos ustedes. Muchas gracias por la atención prestada. 
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